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2024 - 30" ANIVERSARIO DE LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL DE 1994”

USHUAIA, 1 6 FEB, 202%

VISTO: los Expedientes del registro del Ministerio de Educación,

Cultura, Ciencia y Tecnología N*  MECCT-E-378-2023 caratulado:

“RECONOCIMIENTO DE PAGO PROVEEDOR ALDO RAÚL MENDEZ POR

FOTOCOPIADORAS MONOCROMO, PERIODO 05/12/2022 AL 30/12/2022”;

N* MECCT-E-8052-2023 caratulado: “RECONOCIMIENTO DE PAGO

PROVEEDOR ALDO RAÚL MENDEZ POR FOTOCOPIADORAS

MONOCROMÁTICAS DE LA CIUDAD DE RÍO GRANDE EN

ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS Y DEPENDENCIAS PERIODO

01/01/2023 AL 31/01/2023”; y N* MECCT-E-15239-2023 caratulado: “S/

RECONOCIMIENTO DE PAGO PROVEEDOR ALDO MENDEZ POR

FOTOCOPIADORAS MONOCROMÁTICAS DE LA CIUDAD DE RÍO GRANDE

EN ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS Y DEPENDENCIAS PERIODO

01/02/2023 AL 28/02/2023”; y

CONSIDERANDO:

Que los expedientes del Visto fueron remitidos en el marco del Control

Posterior, siendo intervenidos mediante las Actas de Constatación TCP

N.? 206/2023 — P.E., N.” 201/2023 — P.E. y el Acta de Constatación TCP

N.? 202/2023 — P.E., donde se formularon en cada actuación, un incumplimiento

sustancial y un incumplimiento formal.

Que regresan las actuaciones remitidas formalmente por la Secretaria

Administrativa Legal MECCyT, Abog. Mariángeles ARROYO con descargos

proporcionados por el Subsecretario de Gestión 4.0 MECCyT, Lic. Juan Pablo

AGUIRRECEJAS.
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Que a raíz de ello, se emitió el Informe Contable N.* 464/2023, Letra:

TCP-PE, donde el Auditor Fiscal C.P. Leonardo VIVAS AHUMADA efectuó el

siguiente análisis: “(...) 4. Análisis

Con el fin de proporcionar un análisis conjunto de las presentes

actuaciones, que guardan el mismo objeto y presentan los mismos apartamientos

normativos, a continuación, se presentarán los mismos junto con sus respectivos

descargos, finalizando con el análisis y conclusión comúna todosellos.

4.1. Incumplimientos sustanciales

Ref. 1: MECCT-E-378-2023

. Incumplimiento sustancial N.? 1:

“Incumplimiento a lo normado en la Ley Provincial N.* 1015 en su

Capítulo 11 “Procedimientos de Selección”, Artículo 14” y subsiguientes, y Ley

Provincial N.* 141, artículo 100, atento a la falta de tramitación de un

procedimiento de selección del proveedor del servicio. Además, se verifica que

dicho importe reconocido ($2.980.224,00), implica un aumento del 431% respecto

del último contrato vigente ($561.600,00), sin que conste en las actuaciones hecho

alguno que justifique dicho ajuste.”

Descargo: Nota N.? 21135/2023 Letra: SsG4- MECCyT (fs. 77/78),

suscripto porel Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo AGUIRRE

CEJAS.

“.. es que esta Subsecretaría, manifiesta que la tramitación del

procedimiento fue iniciada mediante Expediente Electrónico MECCYT N*76865-

2022 del Registro de esta Gobernación, caratulado “S/CONTRATACIÓN DE

IMPRESORAS PARA LAS INSTUTICIONES Y DEPENDENCIAS MECCYT —

ZONA NORTE Y CENTRO”, con fecha 09 de noviembre del año 2022, con

anterioridad a la finalización de la contratación que se encontraba vigente.
Que la contratación, anterior al reconocimiento tramitado, fue

autorizada por Decreto Provincial N* 1679/2020, el cual aprobóel procedimiento

y adjudicó la totalidad de los renglones correspondientes a la Licitación Pública
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02/2020 RAF 521 al proveedor MENDEZ ALDO RAÚL, con caducidad en fecha

04/12/2022; y que tal como fue indicado en el párrafo anterior, previo a la

finalización de esta contratación, se inició el trámite para dar continuidad al

servicio de impresión.

Que en virtud de esta tramitación; en fecha 08/02/2023 mediante

Decreto Provincial N* 0354/2023, se aprobó el procedimiento y se adjudicó la

totalidad de los renglones correspondientesa la Licitación Pública 01/2023 RAF

521 al proveedor MENDEZ ALDO RAÚL, dando como resultado la continuidad

de la contratación en cuestión.

Ahora bien, durante el periodo de tramitación administrativa, el

servicio no fue suspendido por la empresa proveedora, siendo esta la única en la

provincia con la disponibilidad de los equipos necesarios para satisfacer la

demandade este Ministerio, dando lugar al reconocimiento de gastos que a fin de

cumplir con la contraprestación a la que el estado se encuentra obligado en virtud

de haber recibido el servicio. En los casos en los que el servicio se encuentra

prestado y acreditado a favor de la Administración, aun sin un marco contractual

que lo ampare, podría procederse al pago envirtud de no incurrir en el supuesto
de enriquecimiento sin causa a favor del Estado Provincial. En este sentido, la

Corte Suprema de Justicia de la Nación a través de causas como “Ingeniería

Omega” y “Cardiocorb”, admite que resulta viable cancelar pagos a favor de

particulares cuando, a pesar de no haberse suscripto un convenio, resulte

acreditadala efectiva contraprestación a favor de la administración, fundado ello

en la figural del enriquecimiento sin causa.

Esde destacar, que el valor facturado poreste periodo, es idéntico al

acordado para la continuidad de la contratación, y que, si bien se observa un

incremento sustancial en los valores acordados entre 2020 y 2023, los mismos no

difieren de los índices inflacionarios quese reflejaron en el país durante estos años.
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A fin de justificar el incremento observado, es importante aclarar que
los insumos que son provistos para este servicio, son cotizados a la empresa

proveedoraa valor dólar, que ésta los pesifica a los efectos de la contratación, y
queesta variación desde el año 2020 al momento del reconocimiento se refleja en

un valor dólar enero/2020 en $77,00 ascendiendo a $ 381,00 en enero/2023, lo

cual muestra un incremento porcentual de 494%...” (SIC).

Ref. 2: MECCT-E-8052-2023 y
Ref.3:MECCT-E-15239-2023

. Incumplimiento sustancial N.* 1:

“Incumplimiento a lo normado en la Ley Provincial N.” 1015 en su

Capítulo II “Procedimientos de Selección”, Artículo 14? y subsiguientes, y Ley

Provincial N.* 141, artículo 100, atento a la falta de tramitación de un

procedimiento de selección del proveedor del servicio. Además, se verifica que
dicho importe reconocido ($4.334.220,00), implica un aumentodel 673% respecto

del último contrato vigente ($561.600,00), sin que conste en las actuaciones hecho

alguno que justifique dicho ajuste.”

Descargos: Nota N.* 25709/2023 Letra: SsG4- MECCyT (Ref. 2 - fs.

65) y Nota N.* 26364/2023 Letra: SsG4- MECCyT (Ref. 3 - fs. 59), ambas

suscriptas por el Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo

AGUIRRE CEJAS.
“... a fin de justificar el incremento observado en el mencionadas

actuaciones, es importante aclarar que los insumos que son provistos por este

servicio de fotocopiadoras monocromáticas de la ciudad de Río Grande en

Establecimientos Educativos y Dependencias del Ministerio de Educación,

Cultura, Ciencia y Tecnología, son cotizados a la empresa proveedoras Aldo Raúl

MENDEZa valor dólar, que ésta los pesifica a los efectos de la contratación, y

que esta variación es acorde al incrementodela inflación del mercado.

Es de destacar, que el valor factura por este servicio, es idéntico al

acordado para la continuidad de la contratación y que, si bien se observa un
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incremento sustancial en los valores acordados entre 2020 y 2023, los mismos no

difieren de los índices inflacionarios que se reflejaron en el país durante estos

años...” (SIC).

Análisis_y conclusión: si bien se toma conocimiento de las

circunstancias que propiciaron reconocer la prestación del servicio derivadodel
vencimiento de un contrato anterior, el cual tiene como causala falta de antelación

en iniciar un nuevo procedimiento de selección, sumado a los importantes

aumentos de los valores cancelados sin explicación alguna bajo la figura de

legitimo abono, lo concreto es que se incurrió, en cada actuación, en un

apartamiento normativo al tramitarse gastos por fuera de los procedimientos

reglados en la administración pública con fuertes incrementos en sus valores

respecto del contrato anterior, los cuales sus responsables son pasibles de

penalidades, de acuerdo a lo previsto en el artículo 11 de la Ley Provincial

N.* 1015.

Al respecto, cabe precisar las siguientes particularidades del caso, por
un lado, que la contratación anterior, cuyo objeto consistió en el alquiler de 96

fotocopiadoras láser multifunción monocromo destinadas a los establecimientos

educativos y administrativos de dicha cartera ministerial en la ciudad de Río

Grande, finalizó el 04 de diciembre del 2022 con un valor de $561.600,00 por mes

y que el expediente con el cual se tramitó la nueva contratación, actualmente

regularizada y con el mismo proveedor, fue aperturada con menos de un mes de

antelación, el 09 de noviembre 2022, tiempo insuficiente para tramitar una

Licitación Pública.

Que tanto de las actuaciones como de sus descargos, no lucen los

motivos porlos cuales la administración no optó,ni por la facultad de prorrogar
la relación contractual bajo las condiciones y precios pactados, según lo previsto

en el Decreto Provincial N.* 674/11 — Anexo1, artículo 34, punto 67, inciso b; ni

la utilización de las excepciones al principio generalde la Licitación Pública, ante
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el presente supuesto de haberse finalizado un contrato y encontrándose en trámite

la selección del nuevo proveedor, en línea con el criterio sentado por el cuerpo
plenario en la Resolución Plenaria N.* 196/23, artículo 2”.

En defecto, como consta en el expediente de la referencia 1 MECCT-E-

378-2023, la administración procedió a cancelar la primera factura del periodo
inmediato al vencimiento del contrato anterior (05/12/2022 — 30/12/2022) por la

suma de $2.980.224,00, implicando un aumentodel 431% con respecto al último

valor cancelado bajo contrato.

Sobre dicho asunto, la Auditoría Interna instó a quese justifique que el

precio de los servicios se adecuabaa los valores vigentes del mercado al momento

de la prestación del servicio, sugiriendo dar intervención a la Dirección Provincial

de Redeterminación de Precios (Informe de Auditoría Interna N.* 317/23 — UAI-

MECCT, fs. 31 vta./32 del expte ref. 1). Sin embargo, ello no aconteció, sino todo

lo contrario, continuó el trámite hasta su cancelación sin brindar explicación

alguna sobre los valores cancelados hasta la oportunidad de presentar los

descargos aquí tratados.

Sobre esta primera variación de los precios, el Subsecretario de

Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo AGUIRRE CEJAS presenta las siguientes

explicaciones: por un lado, que ello responde a queel valor facturado es idéntico

al acordado para la continuidad de la contratación, ya que el mismo proveedor

resultó adjudicado al momento de regularizarsela situación.

ALrespecto cabe informar que ello, a criterio del suscripto si bien es

inexacto, guardaría cierto grado de correspondenciacon los precios unitarios que

se desprenden delos valores involucrados:
Variación

Precio por |% respecto
PreciosTotales $ Detalle Precio por día [fotocopiadora] al último

pordía

—
|valorbajo
contrato

195,00 -

1.241,76|536,80%
1.193,99|512,30%
1.193,99 512,30%|último valor bajo contrato|$ 561.600,00 [por mes por 96 fotocopiadoras|$ 18.720,00

1er precio reconocido $ 2.980.224,00 [por 25 días por 96 fotocopiadoras|$ 19.208,96
2do y 3er precio reconocido|$ 4.334.200,00|por mes por 121 fotocopiadoras|$ 144.473,33

Precio regularizado $ 4.334.200,00|por mes por 121 fotocopiadoras|$ 144.473,33

ww
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Sin embargo, es importante resaltar que el resto de los argumentos

expuestos y sin documentar, consistentes en que los valores acordadosentre 2020

y 2023, no difieren de los índices inflacionarios quese reflejaron en el país durante

dicho periodo, y que además, los insumos provistos para la prestación de dicho

servicio, al proveedor le son cotizados a valor dólar, y que ésta los pesifica a los

efectos de la contratación, observándose un aumento de enero/2020 a enero 2023

del 494%, no surgen de un Informe Técnico quelo sustente, sino que en principio,

se trataría de apreciaciones propias del funcionario firmante de dichos descargos.

Sobre este asunto, es importante resaltar que dichos descargos

deberían ser acompañados con Informes Técnicos emitidos desde áreas

competentes que permitan sustentar las afirmaciones expuestas con la suficiente

objetividad, ajustada a derecho y basada en hechos o datos verificables, con la

que amerita rendir cuentas de los fondos públicos aplicados, ya que se verifican

distintas imprecisiones que se expondrán a continuación:

- Por un lado, los índices que miden la inflación de la economía

argentina son varios, y lamentablemente, este fenómeno monetario se está

presentando desde hace varios años, con lo cual es importante que, al momento

de explicar las variaciones, se precise que índice se optó para efectuar el análisis

y se definan cuáles son los periodos comprendidos.

- Considerando lo anterior, a criterio del suscripto, correspondería

evaluar con el índice de mayordifusión e influencia en las decisiones de actores

económicos,es decir, el Índice de Precios al Consumidor, Nivel General (IPC-NG),

desdeel mesde la fecha de apertura de sobres del procedimiento anterior, es decir

septiembre/2020; y el mes de apertura de sobres del procedimiento actual, es decir

diciembre/2022.

- Definido lo anterior, se verifica que la inflación acumulada en dicho

periodo es del 236,69%, es decir, muy por debajo de la fuerte variación reconocida

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur. Sándwich del Sury los espacios marítimos
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en el primer periodo fuera de procedimiento del 536,80% tomandode referencia

los precios unitarios por equipo impresora por día.
flación Acumulada

- El otro argumento brindadoporel funcionario fue la variación del

tipo de cambio, el cual nuevamente no se precisó a cuálse refiere, aunque si el

periodo conel cual efectuó su análisis, ya que explica que la variación del dólar

enero/2020 — enero/2023, fue del 494%.

- Indagando los distintos tipos de cambio, se verifica que el

cuentadante optó por elegir el dólar conocido como “blue”, el cual se publica

periódicamente en los medios de comunicación masivos de nuestro país. Sin

embargo, es importante aclarar que dicha cotización corresponde a un mercado

paralelo, informal, por fuerade los canales oficiales regulados y supervisados por
el Banco Central de la República Argentina (BCRA), con lo cual denota que, al

evaluar entre las distintas alternativas de tipo de cambio, optó por la que parece
menos razonable al ser ajena del marco legal vigente.

- Asimismo, no se comparte que el periodo bajo medición sea desde

enero/2020, ya que el proveedor en el anterior procedimiento presentó su oferta

en septiembre de dicho año, precisamente el 18/09/2020 y en el actual

procedimiento fue el 02/01/2023.
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- Aclaradolo anterior, y a fin de verificar el comportamiento del tipo
de cambio oficial en el periodo bajo análisis, es decir el que surge del Mercado

Único y Libre de Cambios (MULC) regulado por el BCRA, al cual acceden los

importadores de bienes de nuestra economía, surge queel tipo de cambio oficial

del día hábil anterior a la fecha de apertura del anterior procedimiento

(17/09/2020) era de $75,32 , y que su valora la fecha del día anterior a la apertura
del procedimiento vigente (30/12/2022) fue de $177,13, lo que implica una

variación en dicho periodo del 135,17%, lo que dista ampliamente de la variación

del 494% ofrecida en los descargos.

Variación Porcentual del Tipo de Cambio Oficial (17/09/2020 30/12/2022)
140

120

100

60

40Porcentaje

de

Variación

(90)

20

2020 2021

02-2021

Fecha

- A partir de lo expuesto precedentemente, se desprende que la

administración no brindó los correspondientes fundamentos que expliquen la

decisión de cancelar facturas bajo reconocimiento de gastos que distan de los

últimos valores cancelados bajo contrato, ya que por un lado, los descargos no se

fundan en Informe Técnico alguno, y porel otro el funcionario interviniente se

vale de datos arbitrarios que no se encuentran amparados en el marco legal

establecido, al citar como fuente el dólar blue; se incurre en errores al observar

los periodos bajo análisis, no precisa los índices con los cualesrealiza la medición

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwichdel Surylos espacios marítimos
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de la inflación y los mismos no explican ni siquiera la mitad de los incrementos

observados.

- Por último, cabe exponer que tampoco se verificó que el pago no

involucre el empobrecimiento sufrido por el proveedor, excluyendo cualquier

margen de ganancia en la prestación del servicio por fuera de los procedimientos

quedirigen el accionarde la administración pública.

Asílas cosas, vale decir que en los periodos subsiguientes tramitados

bajo los expedientes MECCT-E-8052-2023 - periodo 01/01/2023 al 31/01/2023 y
MECCT-E-15239-2023 — periodo 01/02/2023 al 28/02/2023, surge que se

aumentó la cantidad de fotocopiadoras alquiladas, elevándose de las 96

fotocopiadoras iniciales a la cantidad de 121 equipos, por un total de

$4.334,220,00 por mes, lo que implicó un aumento del 673% respecto del último

contrato vigente.

Asimismo, tampoco se acreditan en las actuaciones los argumentos con

los cuales se elevó la cantidad de equipos, sin desconocerse que en eneroy febrero

los establecimientos educativos se encuentran bajo receso escolar y disminuye el

ritmo administrativo en dicha épocadel año.

Al respecto, cabe recordar que lo informado por el cuentadante de que

este último valor se corresponde conel luego adjudicado con el mismo proveedor,

ello si guarda correspondencia con lo verificado al intervenirse la Licitación

Publica N.” 01/2022 — RAF 512 tramitado bajo el expediente MECCT-E-76865-

2022, caratulado “S/ CONTRATACION DE IMPRESORAS PARA LAS

INTITUCIONES Y DEPENDENCIAS MECCYT - ZONA NORTE Y CENTRO”, en

el marco del control preventivo, mediante las Actas de Constatación TCP-PENros.
22/23 y 25/23.

Asimismo, del geN Financiero se extrajo la Orden de Compra 15/23

donde se corrobora tal cuestión a fin de acompañar tal información junto al

presente informe, lo que permitiría en principio, verificar que los fuertes

incrementos observados para estos dos periodos, enero y febrero 2023, guardan

10
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exacta relación con la oferta más conveniente que luego pudo acceder la

administración porel servicio involucrado y con el mismo proveedor, en el marco

de una Licitación Pública.

En virtud de lo expuesto precedentemente, se concluye que los

incumplimientos sustanciales detectados no se encuentran subsanadosy persisten

con carácterde insalvables en la presente instancia, al tratarse de trámites ajenos

a un procedimiento regular, derivado dela falta de recaudosde la administración

al no tramitar con la suficiente antelación a la extinción del vínculo, el nuevo

contrato o en su defecto, tal como lo recomendara el cuerpo plenario

recientemente, recurrir a las vías de excepción al principio general de licitación

pública a fin de evitar situaciones como las aquí verificadas, máxime cuando los

montos cancelados distan ampliamente de los últimos convenidos

contractualmente sin brindar fundamentaciones razonables sobre ello.

4.2. Incumplimientos formales
Se deja constancia que el incumplimiento formal detectado en ambas

actuaciones ha sido incorporado en el Registro de Incumplimientos Formales de

esta Delegación a los fines de detectar reiteraciones en el marcode lo establecido

en la Resolución Plenaria N.” 122/18 - Anexo 1, Acápite 1, Punto 1.1.1. El mismo

se transcribe a continuación para su conocimiento:

Incumplimiento Formal N.? 1: “Incumplimiento a lo establecido en el

Decreto Reglamentario N.? 1122/02 — Anexo1, Artículo 31%, Punto 2), ya que las

imputaciones presupuestarias en sus distintas etapas de ejecución del gasto, se

efectuaron en forma extemporánea.”

5. Conclusión
Envirtud de lo expuesto en el apartado “4. Análisis”, donde se expone

puntualmente el incumplimiento detectado, con su descargo y análisis respectivo,

se resumen las conclusiones obtenidas.

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur ylos espacios marítimos
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Respecto al incumplimiento que no ha sido subsanado,se elevan las

actuacionesdereferencia en el marcodelpunto 1.4.2. del AnexoI de la Resolución

Plenaria N.* 122/2018 y se informan los siguientes puntos:
Normativa incumplida:

e Ley Provincial N.* 1015: artículo 14? y subsiguientes.

e Ley Provincial N.? 141: artículo 100.

Actos administrativos:

e Resolución MECCyTN.* 340/2023 (fs. 25 vta. del expte. dela ref. 1):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 96 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 213/2023 (fs. 59 vta./60del expte. Delaref. 1):

apruebael gasto y dispone el pago de alquiler de 96 fotocopiadoras.
e Resolución MECCyT N.* 872/2023 (fs. 40 del expte. de la ref. 2):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 400/2023(fs. 50 vta./51 dela ref. 2): apruebael
gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución MECCyT N.* 1047/2023 (fs. 29 del expte. de la ref. 3):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.? 514/2023 (fs. 43 vta. de la ref. 3): apruebael
gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

Agentes responsables:

e Ministra de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, D.I. Analía

Inés CUBINO, quien suscribe los actos administrativos de reconocimiento de

gasto.

e Secretaria Administrativa Legal MECCyT, Abog. Mariángeles

ARROYO, quien apruebael gasto y dispone el pago sin acreditarse las razones

que expliquen los fuertes incrementos en los valores facturados.

+ Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo AGUIRRE

CEJAS, al no tomar los recaudos correspondientes de impulsar una nueva

contratación con la antelación suficiente a la extinción del vínculo anterior y
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fundarse en argumentos irrazonables al explicar los incrementos de los valores

cancelados en oportunidad de brindar los descargos a este órgano de control

externo.

Presunto perjuicio fiscal:

e Se deja constancia de que el incumplimiento sustancial detectado,
no resulta suficiente para cuantificar un posible perjuicio al erario público en esta

instancia (...)”.

Que seguidamente, mediante Nota Interna N* 2732/2023, Letra: TCP-

SC del 16 de noviembre de 2023, el Auditor Fiscal a cargo de la Secretaría

Contable, C.P. David Ricardo BEHRENS solicitó la intervención de la Secretaría

Legal a los efectos de que se expida sobre los incumplimientos sustanciales

formulados.

Quea raíz de ello, la abogada María Noelia FRAZZETTOemitió el

Informe Legal N” 267/2023, Letra: TCP-CA, en el cual expuso que: “(...) H.1.

Competencia del Tribunal de Cuentas

Este Tribunal de Cuentas resulta competente para tomar intervención,

en virtud de lo previsto porel artículo 1” de la Ley provincial N* 50, que reza: “El

Tribunal de Cuentas es un órgano autónomo de contralor externo de la función

económico-financiera de los tres poderes del Estado Provincial (...)” y por el

inciso a) del artículo 2? de dicha norma que establece dentrode las funciones de

este Organismo de Control la de:

“ejercer el control preventivo de legalidad y financiero respecto de los

actos administrativos que dispusieran fondos públicos, así como en aquellos

relativos a inversiones de fondos, percepción de caudales públicos u operaciones

financieros patrimoniales del Estado provincial. En ningún caso, la inexistencia

de control preventivo obstará el control posterior” (el subrayado me pertenece).

A los fines de encuadrar el procedimiento a seguir, las actuaciones

ingresaron a este Tribunal de Cuentas en el marco del Control Posterior, siendo

Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
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de aplicación la Resolución Plenaria N* 122/2018, que indicó: “(...) Que este tipo

de control, se vincula con el ejercicio de la acción de responsabilidad patrimonial

y el ejercicio de la potestad sancionatoria (...)” y en su Anexo 1 distinguió los

incumplimientos sustanciales, en los siguientes términos: “Se vinculan con

incumplimientos y faltas graves que podrían traer aparejado un perjuicio al erario

público o un grave apartamiento normativo no incluido en 1.1.1. (léase

Incumplimientos Formales)”.

11.2. Pauta temporal de actuación

Encuadrado el análisis en tal sentido, previo al estudio del

Incumplimiento puntualizado, correspondería determinar las pautas temporales

para el ejercicio de la potestad sancionatoria de este Órgano de Control, que

encuentra su fundamento en: “(...) la necesidad de cumplimentar con su cometido

sobre los organismos que se encuentran bajo su fiscalización (...)” (conf. Superior
Tribunal de Justicia en “Aguirre” y Toledo Zulmelzu?).

La Ley provincial N* 50 en su artículo 75, sustituido por el artículo 45

de la Ley provincial N* 1333, determina que la acción de responsabilidad

patrimonial: “(...) prescribe a los dos (2) años de cometido el hecho que causóel
daño o de producido éste si fuere posterior. La suspensión e interrupción de este

Instituto se rigen por las normas del Código Civil y Comercial de la Nación”.

En los autos caratulados: “Tribunal de Cuentas c/ Santamaría, Felix

Alberto si Ejecutivo” del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del

Distrito Judicial Sur, se determinó que este plazo también es de aplicación para
las multasa los agentes estatales.

Por lo tanto, establecido el plazo aplicable en 2 años, corresponde

determinar el punto de partida para su cómputo.

En elfallo “Blazquez, Daniel c/ Tribunal de Cuentas de la Provincia s/

Contencioso Administrativo”, se fijó el dies a quo de la potestad sancionatoria a

partir del día siguiente de la publicación del acto o del ingreso de las actuaciones

a este Órgano de Control, lo que suceda primero en el tiempo, criterio que, al
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provenir de la máxima fuente de interpretación del derecho provincial, debe ser

aplicado en la forma allí establecida (conf. Acuerdo Plenario N* 1744). Ello, en

sintonía con lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley provincial N* 110: “Los

pronunciamientos del Superior Tribunal en cuanto determinen la interpretación y

aplicación de las cláusulas constitucionales y de la Ley, constituyen

jurisprudencia obligatoria para todos los Tribunales y Jueces”.

Bajo este encuadre, todas las actuacionesdela referencia ingresaron

a este Organismo de Control -conforme surge del sello inserto al reverso de la

caratula- el 10 de agosto de 2023, mientras que los gastos se aprueban mediante

las Resoluciones SAL N* 213/2023(fs. 59vta/60), N* 400/2023 (fs. 50vta/51) y N”

514/2023 (fs. 43vta) fueron suscriptas el 7 de febrero, el 13 de marzo y el 28 de

marzo del corriente, respectivamente, y no podrían haberse publicado con

anterioridad, extremo del que puede afirmarse que no se encuentran excedidas las
pautas temporales para ejercer las atribuciones conferidas por la Ley provincial
N* 50, de corresponder.

Establecida la pauta temporal de actuación resta analizar el

incumplimiento sustancial advertido por el Auditor Fiscal, atento a que del

análisis de los expedientes a la vista no surgiría otra irregularidad administrativa

o supuesto perjuicio al erario.

11.3. Incumplimientos detectados

La cuestión de fondo dela presente intervención se enmarcaen el pago
de distintas facturas por el MECCyT, que no se corresponden con contratación

alguna. Por ello, el presente análisis se ceñirá a determinar la gravedad del

apartamiento normativo hallado, sugiriendo el uso de las atribuciones conferidas

en los incisos g) o h) del artículo 4* de la Ley provincial N” 50, de corresponder.
A tales fines, el Incumplimiento se advirtió en los siguientes términos:

“(...) Incumplimiento a lo normadoen la Ley Provincial N.? 1015 en

su Capítulo II “Procedimientos de Selección”, Artículo 14? y subsiguientes, y Ley

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sindwich del Sury los espacios marítimos
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Provincial N.* 141, artículo 100, atento a la falta de tramitación de un

procedimiento de selección del proveedor delservicio.
Además, se verifica que dicho importe reconocido (...), implica un

aumento(...) respecto del último contrato vigente (...), sin que conste en las

actuaciones hecho alguno que justifique dicho ajuste” (el énfasis corresponde al

original).

11.3.1. Normativa Aplicable

La Constitución de la Provincia establece que: “Las contratacionesdel
Estado Provincial o de los municipiosse efectuarán según susleyes u ordenanzas

específicas en la materia, mediante el procedimiento de selección y una previa,

amplia y documentada difusión” (la negrita no esdeloriginal) (conf. artículo 74

de la Constitución Provincial).

El Dr. Ernesto Loffler comentó: “(...) En primer término, se debe

recordar quela cuestión relativa a las contrataciones que celebran los organismos

y entes estatales es materia de Derecho público local, por lo que compete a la

Provincia y a cada uno de los municipiosel dictar las leyes y ordenanzas, según

corresponda, dirigida a regular el tópico.

En consecuencia, el presente artículo brinda algunas pautas que

deberán seguir la Provincia y los municipios al tiempo de dictar las normas que

dispongan su régimen de contrataciones, delineando las bases fundamentales

comunes a todos los regímenes de contratación en el ámbito local, disponiendo

que éstas deberán realizarse mediante un procedimiento de selección, con una

previa, amplia y documentada difusión.
(...) La última parte consagra así el principio de transparencia que

resulta obligatorio en las actuaciones del Estado merced a la Convención

Americana Contra la Corrupción, que lo incorpora expresamente en su art. 9” inc.

1” al disponer que es deber del Estado el adoptar las medidas necesarias para
establecer sistemas apropiados de contratación pública basados en la

16
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transparencia, la competencia y criterios objetivos de adopción de decisiones, que

sean eficaces, entre otras cosas, para prevenir la corrupción.
En este aspecto, para Tierra del Fuegorige la ley provincial 1015 que

establece el Régimen General de Contrataciones parael sector público. Allí en el

artículo 3 se establecen los principios generales que deben regir en la materia de

contratación en el sector público (...)” (conf. “Constitución Comentada, Anotada

y Concordada, en base a los debates constituyentes, Leyes provinciales y
Jurisprudencia” dirigida por el Dr. Ernesto Adrián LÓFFLER, coordinada porel
Dr. Francisco CAPPELLOTTI, Ediciones de la Lenga 2021, pág. 405/407).

Tales previsiones se vinculan con el artículo 8” de la Carta Magna,
sobre Publicidad de los actos de gobierno, que sostiene que: “Todos los actos de

Gobierno deben ser publicados en la forma quela ley determine, garantizando su

plena difusión, especialmente aquéllos relacionadoscon la percepción e inversión

de los fondos públicos y toda enajenación o afectación de bienes pertenecientesal
Estado Provincial o a las Municipalidades. La violación de esta norma provocará
la nulidad absoluta del acto administrativo no publicitado, sin perjuicio de las

responsabilidades políticas, civiles y penales de las personas intervinientes en él”

En la mentada obra doctrinaria, en oportunidad de referirse al artículo

transcripto se expresó que: “(...) la novedad que plantea la norma es la nulidad

de esos actos de gobierno cuando los mismos no fueron publicitados, en especial

aquéllos referentes a percepción e inversión de los fondos públicos (...). La

publicación de una norma enel Boletín Oficial es un paso necesario y obligatorio

para que la misma puedaentraren vigencia. Asimismo, es el medio porel cual los

ciudadanos y organismos cumplen con las responsabilidades jurídicas que hacen

a la transparencia de su accionar como tales(...)” (Ob. cit. Pág. 74)

Ello, en sintonía con el artículo 46 in fine de la norma fundamental,

sobre el Derechoa la información, que determina que: “(...) La información y la

comunicación constituyen un bien social”.

“LasIslas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
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Por su parte, la Ley provincial N* 1015 es de aplicación en virtud del

juego armónicode sus artículos 1, 2 y 5, ello por la presencia del Ministerio como

parte de la contratación al presumirse la índole administrativa de lo actuado en

el marco de una prestación de servicios.

Es contundente el artículo 7” al establecer que: “Las contrataciones se

regirán por las disposiciones de la presente ley, su reglamentación, las normas
dictadas en consecuencia, por los pliegos de bases y condiciones y porel contrato

o la orden de compra según corresponda”.

En función deello, el artículo 14 establece que la regla general de

selección del contratista esla licitación pública o concurso público y establece las

excepciones: “(...) La utilización de otros procedimientos de selección sólo será

procedente en los casos expresamente previstos en los artículos 18 al 20 de la

presente ley (...)”.

Antela exigencia de la norma, la doctrina imperante sobre el tema es

constante respecto a los supuestos excepcionales en los cuales se prescinde de la

licitación pública o privada y se contrata en forma directa, solicitando: “(...) el

dictado de un acto administrativo motivado en el que se consignen, con sustento

fáctico y jurídico suficiente, las razones que inducen a acudir a él (...)” (Mario

REITMAN FARAH, Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional,

Abeledo Perrot, Buenos Aires, págs. 57 y 61).

Finalmente, la Ley provincial N” 141 dispone en su artículo 100 que:

“Los contratos que celebren las distintas dependencias de la Administración

Pública Provincial, los permisos, autorizaciones y concesiones que otorgue,

cualquiera fuere su especie, se regirán por sus respectivas leyes especiales, sin

perjuicio de la aplicación analógica de las normas referidas a los actos

administrativos de la presente Ley, si ello fuere procedente” (el énfasis me

pertenece).
Dela lectura del plexo normativo aplicable al caso, se vislumbra que

el incumplimiento al régimen de contrataciones consistió en que la facturación

18
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cuyos cobros se analiza no se enmarcó en contratación alguna (ni procedimiento

de selección del contratista) no habiendo contrato vigente debidamente suscripto

porlas partes, que implica una garantía parael interés público comprometido en

las contrataciones estatales como para los administrados.

Es dedestacar que el cuentadante reconoció el apartamiento advertido

en las Resoluciones que apruebanel gasto (N* 340/2023, 872/2023 y 1047/2023,

Letra: MECCyT) considerando: “(...) Que en consecuencia, y atento la

imposibilidad de haber sustanciado el procedimiento de contratación en forma

oportuna, resulta necesario reconocer el gasto en concepto del servicio prestado

a este Ministerio(...)” (la negrita me pertenece).

Porlo tanto, no existen dudas sobre la configuración del apartamiento

normativo por incumplimiento a lo previsto al régimen de contrataciones,

restando traer a colaciónlo establecido enel artículo 11 de la Ley provincial N*

1015, que regula la responsabilidad en los siguientes términos: “(...) Los agentes
de planta permanente y funcionarios que autoricen, aprueben o gestionen

contrataciones, apartándose de lo indicado en la presente y sus normativas

complementarias, serán pasibles de penalidades que la legislación nacional y
local establezca, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda

corresponderle”.

Entonces, corresponde: “(...) en los casosde habilitarse contrataciones

que omiten la observancia de algún principio -como ocurre con la concurrencia,

la competencia y la igualdad en la contratación directa- darle mayor peso a la

responsabilidad para, de esa manera, equilibrar la balanza” (Jorge ALBERTSEN,

“Cuestiones de la Contratación Directa? en Cuestiones de Contratos

Administrativos. Homenaje a Julio Rodolfo COMADIRA, Ediciones Rap, págs.

535/537).

No obstante dicha precariedad inicial, podría considerarse que, tal

como surge de la lectura de las actuaciones, la facturación quedó inmersa en un
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lapso de tiempo que transcurrió entre la extinción de un contrato y la celebración

del subsiguiente con el mismo proveedor “(...) elevándose delas 96 fotocopiadoras
iniciales a la cantidad de 121 equipos, por un total de $4.334.220,00 por mes, lo

que implicó un aumento del 673% respecto del último contrato vigente(...)” tal

como advirtió el Auditor Fiscal en su Informe Contable.

Ahora bien, al no prorrogarse el contrato anterior que carecía de

vigencia al momento de la facturación y no generarse uno nuevo, se optó por la

figura del reconocimiento del gasto, instituto que carece de la virtualidad

suficiente para subsanar lo actuado y que no libera de responsabilidades.
11.3.2. Figura del Reconocimiento del Gasto

Este Tribunal de Cuentas tiene dicho que: “(...) en este tipo de

supuestos, en los que no se ha cumplimentado con el procedimiento de

contratación, pero se encuentra acreditada la contraprestación en favor de la

Administración, el pago se realiza en el marco dela figura del enriquecimiento

sin causa en favor de la Administración (...)
(...) en los supuestos como el que nos ocupa, en donde no se

cumplimentó con el mentado procedimiento, sino quese llevó a cabola prestación

en favordel Estado y la misma se encuentra acreditada, se genera una obligación
de pago en cabeza del Estado fundadaenla figura del enriquecimiento sin causa

en favordel Estado. Sin embargo, no debe perderse de vista que ello no obsta la

responsabilidad de los funcionarios que intervinieron en las actuaciones, al no

haber _dado cumplimiento al procedimiento de contrataciones estatales.” (el

énfasis y subrayado corresponde al original) (conf. el Acuerdo Plenario N* 2370).

En igual sentido se fundamentó en la Resolución Plenaria N* 226/2012

que: “(...) En relación conla figura del enriquecimiento sin causa en el marco de

los contratos administrativos y su relación con la doctrina sentada por la Corte

Suprema de Justicia de la Nación en sus precedentes, entre ellos, la causa

'Ingeniería Omega", cabe hacer referencia a la exposición realizada por la Dra.

Laura MONTI(Procuradora ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación) en
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el marco de las XXIII Jornadas Nacionales de Derecho Administrativo celebradas

en la ciudad de Mendoza en el año 2007quien al respecto señaló: (...) resulta

viable cancelar el pagoen favorde los particulares cuando, a pesar de no haberse

suscripto un convenio, resulte acreditada la efectiva contraprestación en favor de

la Administración. Sin embargo dichos pagos tendrán su fundamento enla figura

del enriquecimiento sin causa y no en un vínculo contractual (...)”.
El criterio vertido se fundamenta en que la Administración Pública no

podría enriquecerse ¡legítimamente por una prestación efectivamente recibida,

razonamiento plasmado por este Ente de Control al expresar que: “(...) por
aplicación de la teoría del enriquecimiento sin causa y del principio de buenafe,
la Administración no podría enriquecerse ¡legítimamente de una prestación

percibida aún en el marco de la irregularidad en la que fue desarrollada la

contratación (...)” (conf. Informe Legal N* 38/2022, Letra TCP — CA aprobado

porla Resolución Plenaria N* 071/2022).

Enel caso, es parcialmente cierta la cita al Acuerdo Plenario N* 2292

que la Ministro invoca en los considerandos de sus Resoluciones de

reconocimiento de la prestación del servicio, toda vez que recorta el criterio allí

establecido, ya que pareciera que este Organismo auspiciael uso del instituto del

reconocimiento del gasto cuando en realidad se aplicaron sanciones a los

funcionarios que se apartaron de la normativa.

En esos actos administrativos se consideró: “(...) que el Tribunal de

Cuentas de la Provincia analizó, a través del Acuerdo Plenario N” 2292, la

procedencia de la cancelación de facturas, siempre que se hubiera verificado la

efectiva prestación del servicio, aun cuando no hubiese un contrato vigente;

concluyendo que de hallarse verificadas las contraprestaciones a favor de la

Administración, corresponde abonar las sumas adeudadasen baseala figura del

enriquecimiento sin causa en favor del Estado y no en un vínculo contractual”.
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A los fines de ilustrar lo expuesto, cabe hacer saber que aquel Acuerdo

Plenario estableció que: “(...) Así las cosas, en base al análisis efectuado, resulta

dable concluir que resulta viable cancelar el pago en favor de los particulares

cuando, a pesar de no haberse suscripto un convenio, resulte acreditada la

efectiva contraprestación en favor de la Administración. Sin embargo dichos

pagos tendrán su fundamento enla figura del enriquecimiento sin causa y no en

un vínculo contractual.

No obstante ello, también ha quedado sentado que el reconocimiento

del gasto en basea la figura del enriquecimiento sin causa en favor del Estado,

no empece a la responsabilidad que le cabe a los funcionarios que hubiesen

intervenido en las actuaciones, por no haber promovido la formalización de un

contrato administrativo en cumplimiento de la normativa al respecto.

Conformelos antecedentes del caso, correspondería aplicar sanciones

al entonces Ministro de Desarrollo Social, Sr. Sergio ALVAREZ por haber

autorizado la prosecución del trámite en Incumplimiento a la normativa relativa

a contrataciones estatales y a la entonces Secretaria de Desarrollo Social T.M. Y

F. Virginia DE GREGORIO porserla titular de las áreas que no impulsaron las

referidas contrataciones.

(...) Por el contrario, no resulta reprochable la intervención del

Contador General ni del Tesorero así como tampoco del Subsecretario de

Hacienda, toda vez que ello resultaría incongruente conel análisis precedente, en

el sentido de que lo que se reprocha noesel pago (fundadoen el enriquecimiento
sin causa), sino el haberse omitido seguir con los procedimientos

normativamente fijados para las contrataciones estatales (...)” (la negrita me

pertenece).

Porlo expuesto, cabe concluir que el hecho de pagar por los servicios

recibidos, pese a no haberse previamente suscrito un contrato entre las partes, no

habilita a la Administración a hacer uso de este mecanismo excepcional, que en

los hechos pasa a convertirse en regla. En otras palabras, el accionar de la
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Administración no puede justificarse en la propia torpeza de no haber impresoel
trámite correspondiente para la contratación de manera oportuna, toda vez que

los períodos facturados abarcan 2 meses y 25 días, amparándose en los

lineamientos de un Acuerdo que no justifica tal apartamiento normativo, sino todo

lo contrario.
En este sentido, en la Resolución Plenaria N” 196/2023 se recomendó

-ante un caso similar- a la Ministra de Salud dela provincia que: “(...) instruya a

los funcionarios y agentes a cargode los procedimientos de contrataciones de su

jurisdicción, que ante la necesidad de prestar un servicio esencial para garantizar

un sistema de salud adecuado, en el supuesto de haberse finalizado un contrato

y encontrándose en trámite de selección del nuevo proveedor, utilicen las

excepcionesal principio generalde la licitación pública previstos en la propia

Ley provincial N.? 1015 y la reglamentación establecida en la Resolución O.P.C.

N.* 17/2021”.

En los casos a la vista, el descargo insinuó que: “(...) Durante el

periodo de tramitación administrativa, el servicio no fue suspendido por la

empresa proveedora, siendo ésta la única en la provincia con la disponibilidad de

los equipos necesarios para satisfacer la demanda de este Ministerio (...)” (el

subrayado es de mi autoría) (conf. Notas N* 21135/2023 y 26364/2023 ambas

Letra: Ss.G.4 — M.E.C.C. y T.) de lo que cabría inferir una posible excepción por
exclusividad. Sin embargo, no se imprimió trámite alguno para generar la

contratación por los periodos en análisis, máxime cuando desde este Tribunal de

Cuentas se viene recomendando el apego a los procedimientos de selección

establecidos en la norma aplicable, sea que se opte por el mecanismo de la

licitación pública (principio general) o hacer uso de las excepciones, según las

circunstancias del caso.

Postura que a simple vista resulta ser una obviedad, pero que en el

ámbito del Ministerio de Educación pareciera desconocerse, en virtud de su
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incumplimiento sistemático y las reiteradas intervenciones de este Organismo de

Control sugiriendo a la Sra. Ministra, D.I. Analía Inés CUBINO, que se sirva

cumplimentar con lo previsto en la normativa vigente en materia de

contrataciones públicas (conf. las Resoluciones Plenarias N* 237/2023; 231/2023;

100/2023; 61/2023; 301/2022; 299/2022; 295/2022 entre otras).

A mayor abundamiento, se le recomendó puntualmente a la mentada

funcionaria y a su personal a cargo: “(...) evitar la utilización de la figura
reconocimiento del gasto, bajo apercibimiento de la aplicación de sanciones

previstas en el artículo 4? inciso h) de la Ley provincial N.* 50 (...)” en la

Resolución Plenaria N* 37/2023 (reiterando lo advertido en las Resoluciones

Plenarias N* 71/2022 y 378/2021, entre otras) y que se “(...) instruya a las áreas

pertinentes a los fines de que en adelante, den total cumplimiento(...) a la Ley

provincial N* 1015 -artículo 14, siguientes y concordantes- respetando los

procedimientos de compras y contrataciones pertinentes y evitando por
consiguiente, la figura del reconocimiento del gasto (...)” (conf. Resolución

Plenaria N* 144/2022).

En consecuencia, habiéndose configurado el apartamiento, reconocido

porel cuentadante, corresponde analizar los requisitos que deberán configurarse

para el pago.
11.3.2.1. Requisitos para el pago por Reconocimiento del Gasto

Enla Resolución Plenaria N* 1/2019, entre otras, se afirmó que debe

probarse la concurrencia de algunos requisitos específicos: “(...) como el

enriquecimiento del Estado, el empobrecimiento del accionante, la ausencia de

mala fe de la parte empobrecida y el nexo causal entre el enriquecimiento de una

parte y el empobrecimiento de la otra. Por último, debe decirse que, entre el

enriquecimiento y el empobrecimiento probados, se reconoce el monto menor(...)”.
Ahorabien, estos requisitos deben conjugarse con las particularidades

del caso concreto, tal como se expresó en el Informe Legal N* 238/2023, Letra:

TCP-SLel Secretario Legal a/c refirió: “(...) que los pagos fueron requeridos por
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la empresa que efectuóel servicio a favor del Poder Judicial (fs. 4/5) y que carece
de otro procedimiento o acción útil para perseguir su cobro, además de que se

encuentra acreditado el enriquecimiento estatal (fs. 19/31, aunque con

posterioridad al pago).

Sobre la ausencia de mala fe y el empobrecimiento de la firma que

prestó el servicio, entiendo necesario exponer un pequeño matiz.

En relacióna la primera (mala fe), como sostiene destacada doctrina:

“(...) no es dable, pues, predicar una ecuación necesaria entre la condición de

contratista y la de especialista en el conocimientode los trámites y procedimientos

estatales, dependiendo ello de factores diversos que deberán ser sopesados en

cada caso por los tribunales. (...)" [CANDA, Fabián 0., La importancia del

elemento formaenel contrato administrativo (Consecuencias de su omisión en la

jurisprudencia de la Corte Suprema dela Nación), en la obra colectiva Cuestiones

de Contratos Administrativos, en Homenaje a Julio Rodolfo COMADIRA,

Jornadas organizadas por la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, Ed.

RAP, Buenos Aires, 2007-]”.

(...) Esa situación a mi juicio, más allá del deber de diligencia

calificado que tiene toda contratista estatal, no solo aleja y deja sin sustento a

toda inferencia sobre la mala fe que puedaextraerse de los hechos acreditados

(..).
Entonces, dadala situación fáctica descripta, en la que se prestó y está

acreditado el trabajo realizado porla firma COLLARD BOVY PABLO (urgencia
para rehabilitar un servicio critico), y la predisposición del empobrecido para
solucionar esa problemática estatal en el mismo día que fue convocado para
analizarlo, entiendo prudente en este caso en particular y bajo las especiales

circunstancias, que el pago íntegrode la factura agregada fue conforme a la teoría

del “enriquecimiento sin causa”, más allá de que las circunstancias analizadas

debieron ser abordadas integralmente en el acto administrativo del pago(...)”.
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A mi entender corresponde continuar el criterio allí vertido, teniendo

en consideración que el contratista se mostró colaborativo no retirando los

equipos al momento dela extinción del vínculo contractual y propiciar por razones
de equidad, en este caso particular, el apartamiento a lo dispuesto respecto de los

conceptos a abonary no objetar el pago de la totalidad delas facturas traídas a

estudio. Ello, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan corresponder por
el accionar antijurídico de los funcionarios intervinientes.

11.4. Potestad sancionatoria de este Tribunal de Cuentas

En funciónde los preceptos doctrinarios citados precedentemente y la

normativa aplicable, cabe concluir que la falta de contratación previa a la

facturación enervalos principios rectoresde las contrataciones del Estado, dando

lugar al ejercicio de la potestad sancionatoria de este Tribunal de Cuentas, a

través del reproche debido a los funcionarios responsables de tales conductas.

El artículo 4* de la Ley provincial N* 50 otorga al Tribunal de Cuentas

las siguientes atribuciones: “(...) g) formular recomendaciones; h) aplicar
sanciones (...)”.

Habiéndose configurado nuevamente un apartamiento normativo a la

Ley provincial N* 1015, artículo 14 y subsiguientes, que -además- colisiona con

los principios que rigen en materia de contrataciones públicas, surge palmario

queeste procederes pasible de reproche, habilitando la facultad sancionatoria de

este Tribunal de Cuentas, atento a no encontrarse excedidas las pautas temporales

de actuación.

Ahora bien, respecto de los agentes detectados como responsables

entiendo que correspondería la aplicación de las atribuciones contenidas en el

artículo 4? incisos g) o h) de la Ley provincial N” 50 respecto de la Ministro de

Educación, toda vez que en oportunidad de efectuar un descargo no aportó

razonesde su accionar y no surge de las actuacionesel responsable dela falta de

contratación y efectuar una recomendación a losrestantes.
11.5. Perjuicio Fiscal
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Enel Informe Contable N* 464/2023, Letra: TCP-PEel Auditor Fiscal

puntualizó que: “(...) del geN Financiero se extrajo la Orden de Compra 15/23

donde se corrobora tal cuestión a fin de acompañar tal información junto al

presente informe, lo que permitiría en principio, verificar que los fuertes

incrementos observados paraestos dos periodos, enero y febrero 2023, guardan

exacta relación con la oferta más conveniente que luego pudo acceder la

administración porel servicio involucrado y con el mismo proveedor, en el marco
de una Licitación Pública(...)”.

Además, en el acápite “Presunto perjuicio fiscal” sostuvo que: “(...) el

incumplimiento sustancial detectado, no resulta suficiente para cuantificar un

posible perjuicio al erario público en esta instancia”.

A mi criterio, asiste razón al Auditor Fiscal interviniente en el

razonamiento citado -concluyendo que no existe perjuicio fiscal en esta instancia-

en virtud que, en primer lugar, como ya se adelantara en el apartado 11.3.2.1. no

encuentro reparos parael pago íntegro de la factura y, en segundo lugar, de la

lectura de los considerandosdel Decreto provincial N* 354/2023 (que adjudica la

Licitación Pública N* 01/2022) se desprende que el montose ajustó a los requisitos

exigidos y no resultó inconveniente para el Estado provincial.
Abonalo expuestoel devenir cronológico, que habilitaría a inferir que

el monto facturadoes el equivalente al servicio, pese a haberse aumentado, toda

vez que se identifica con el pactadoenla licitación posterior y que —asimismo-

elevó el objeto de 96 a 121 equipos. Ello, en concordancia con el principio de

realidad material.

III. CONCLUSIÓN

Analizadas las actuacionesa la luz de las consideraciones vertidas, los

antecedentes de este Tribunal de Cuentas citados, las posiciones doctrinarias

invocadas, las pautas legales y reglamentarias que deben observarse en el caso,

procede considerar -como consecuencia delo expuesto precedentemente- que, este

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwichdel Sur y losespacios marítimos
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Tribunal de Cuentas es competente para tomar intervención, no encontrándose

excedidas las pautas temporales para la aplicación de sanciones.

Respecto del incumplimiento advertido, la utilización de la figura del

reconocimiento del gasto no encuentra amparo normativo alguno, ni posee la

virtualidad de subsanar lo actuado, porlo que entiendo que se ha configurado el
apartamiento normativo detectado por el Auditor Fiscal interviniente,

oportunamente reconocido por el cuentadante.

Ahora bien, a mi criterio, la segunda parte del incumplimiento

referente a los montos debería ponderarsea la luz del principio de verdad material,

en sentido que,si bien se vieron ajustados, ello se corresponde conel precio de

una licitación pública posterior.
Por lo tanto, salvo mejor criterio de la superioridad, entiendo que

estarían dadas las condiciones para la aplicación del artículo 4 incisos g) o h) de

la Ley provincial N* 50, a la Ministra D.I. Analía Inés CUBINO, toda vez que en

oportunidad de efectuar un descargo no aportó razones de su accionar y no surge
de las actuaciones el responsable de la falta de contratación y efectuar una

recomendación a los restantes intervinientes.
Ello, en sintonía con lo dispuesto por el Cuerpo Plenario de Miembros

en las Resoluciones Plenarias N* 237/2023; 231/2023; 100/2023; 61/2023;

37/2023; 301/2022; 299/2022; 295/2022; 144/2022; 71/2022 y 378/2021; entre

otras) (...)”.

Que a continuación mediante Nota Interna N* 2855/2023 Letra:

TCP-SL, el Secretario Legal a cargo Dr. Pablo E. GENNARO, compartió el

criterio vertido en el Informe Legal citado precedentemente.

Que posteriormente, tomó intervención la Secretaría Contable

emitiendo el Informe Contable N* 485/2023, Letra: TCP-SC del 6 de diciembre de

2023, donde el Auditor Fiscal a cargo de la Secretaría Contable C.P. David R.

BEHRENS concluyó:
“(...) 4. Análisis y Conclusión
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Asílas cosas, ante los hechos expuestos,y en atención al análisis realizado

por las distintas áreas de este Órgano de Control, esta instancia comparte lo actuado

mediante el informe contable antes citado, considerándose que subsisten los

incumplimientos sustanciales identificados como N? 1 detectadosen los expedientes

dela referencia.

Normativa incumplida:

e Ley Provincial N.* 1015: artículo 14? y subsiguientes.

e Ley Provincial N.* 141: artículo 100.

Actos administrativos:

e Resolución MECCyT N.* 340/2023 (fs. 25 vta. del expte. dela ref. 1):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 96 fotocopiadoras.

+ Resolución SAL N.* 213/2023 (fs. 59 vta./60 del expte. Delaref. 1):

apruebael gasto y dispone el pago de alquiler de 96 fotocopiadoras.

+ Resolución MECCyT N.* 872/2023 (fs. 40 del expte. de la ref. 2):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 400/2023(fs. 50 vta./51 dela ref. 2): aprueba el

gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución MECCyT N.* 1047/2023 (fs. 29 del expte. de la ref. 3):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 514/2023 (fs. 43 vta. de la ref. 3): apruebael
gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

Agentes responsables:
e Ministra de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, D.I. Analía

Inés CUBINO, quien suscribe los actos administrativos de reconocimiento de

gasto.

Presunto perjuicio fiscal:
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e Se deja constancia de que el incumplimiento sustancial detectado,

no resulta suficiente para cuantificar un posible perjuicio al erario público en esta

instancia.

Sin otro particular, elevo a su consideración considerando un ejemplar
del presente informe junto a los expedientes de la referencia, considerando que

estarían dadas las condiciones, salvo mejor y elevado criterio del Cuerpo Plenario

de Miembros, para ejercer las facultades estipuladas enel artículo 4” inciso g) o

h) de la Ley provincial N* 50 respecto de los responsables señalados”.

Que los suscriptos comparten y hacen propios los términos de los

Informes Contables N.” 464/2023 Letra: TCP-PE y N.” 485/2023 Letra: TCP-SC y

el Informe Legal N.” 267/2023 Letra: TCP-CA.

Quea raíz de los informes mencionados y el recambio de autoridades

superiores efectuados en el mes de diciembre del año próximo pasado, se estima

pertinente, en el marco del artículo 4? inciso g) de la Ley provincial N.* 50 efectuar

una recomendación al Ministro de Educación Lic. Pablo Gustavo Daniel LOPEZ

SILVA y por su intermedio a las áreas técnicas a su cargo, que extremen los

recaudos para instar los trámites de contratación correspondientes con antelación

suficiente, dando estricto cumplimiento de la normativa provincial en materia de

contrataciones públicas para evitar así los apartamientos normativos detectados.

Quela presente se emite con el quorum previsto en el artículo 27 de la

Ley provincial N* 50, en virtud de lo dispuesto en las Resoluciones Plenarias

N* 30/2023 y 7/2024.

Que los suscriptos se encuentran facultados para emitir el presente acto

en virtud de lo dispuesto por los artículos 2%, 4” inciso g), 27 siguientes y

concordantes de la Ley provincial N? 50.

Por ello,
EL TRIBUNAL DE CUENTAS

RESUELVE:
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ARTÍCULO 1".- Aprobary hacer propios los términos de los Informes Contables

N.? 464/2023 Letra: TCP-PE y N.” 485/2023 Letra: TCP-SC y el Informe Legal

N.? 267/2023 Letra: TCP-CA, los que formanparte integrante de la presente. Ello,

en virtud de los motivos expuestos en los considerandos.

ARTÍCULO 2”.- Recomendar al Ministro de Educación Lic. Pablo Gustavo Daniel

LOPEZ SILVA, como la máxima autoridad de la cartera ministerial de Educación y

por su intermedio a las áreas técnicas a su cargo que extremen los recaudos para

instar los trámites de contratación correspondientes con antelación suficiente,

dando estricto cumplimiento de la normativa provincial en materia de

contrataciones públicas para evitar así los apartamientos normativos detectados.

ARTÍCULO 3".-Notificar con copia certificada de la presente al Ministro de

Educación Lic. Pablo Gustavo Daniel LOPEZ SILVA, con remisión de las

actuaciones detalladas en el Visto.

ARTÍCULO 4>.- Notificar en sede del Organismo, al Auditor Fiscal a cargo dela
Secretaría Contable, C.P. David R. BEHRENS y por su intermedio al Auditor

Fiscal interviniente, al Secretario Legal a cargo Dr. Pablo Esteban GENNARO y
porsu intermedioa la letrada interviniente.
ARTÍCULO 5*.- Registrar, publicar. Cumplido, archi

RESOLUCIÓN PLENARIAN* 017 2084.

)
Guilerno Jofhe Gonzalez

Abofado,

MPCPAU 803 Med Y 1221425

EN] -

Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos

e insulares correspondientes son argentinos” 31





DESo¡S/FOLIOS

NMa
PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO,

ANTÁRTIDA E ISLAS DEL ATLÁNTICO SUR
REPUBLICA ARGENTINA

INFORME CONTABLE

Control Posterior

INFORME CONTABLE N.* 464 / 2023

0 Letra: TCP-PE

Ref. 1: Expediente MECCT-E-378-2023, caratulado: “-Reconocimiento de pago
proveedor Aldo Raul Mendezpor fotocopiadoras monocromo, periodo 05/12/2022

al 30/12/2022”.

Monto: $2.980.224,00

Ref. 2: Expediente MECCT-E-8052-2023, caratulado: “Reconocimiento de pago

proveedor Aldo Raúl MENDEZ por fotocopiadoras monocromáticas de la ciudad

de Río Grandeen Establecimientos Educativos y Dependencias Periodo 01/01/23

al 31/01/23”.

Monto: $4.334.220,00
O Ref. 3: Expediente MECCT-E-15239-2023, caratulado: “S/Reconocimiento de

pago proveedor Aldo Mendezpor fotocopiadoras monocromáticas de la ciudad de

Río Grande en Establecimientos Educativos y Dependencias periodo 01/02/2023

al 28/02/2023.”

Monto: $4.334.220,00

Área generadora: Dirección Provincial de Infraestructura Tecnológica.

Auditor Fiscal: C.P. Leonardo VIVAS AHUMADA

Ushuaia, 16 de noviembre de 2023

A¿[eTRIBUNAL DE CUENTAS
PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO, ANTÁRTIDAE ISLAS DEL ATLÁNTICO SUR
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1. Destinatario

El presente informe está dirigido a la Secretaría Contable.

2. Objeto

Se elevan las presentes actuaciones en el marco del Control Posterior,

reglamentado en el punto 1.4 del Anexo1 de la Resolución Plenaria N.* 122/2018.

3. Antecedentes

Los expedientes de la referencia fueron remitidos en el marco del con-

trol posterior, siendo intervenidos mediante el Acta de Constatación TCP N.*

206/2023 — P.E. (ref. 1 — fs. 69/71), el Acta de Constatación TCP N.* 201/2023 —

P.E. (ref. 2 — fs. 61/63) y el Acta de Constatación TCP N.* 202/2023 — P.E. (ref. 3

— fs. 52/54), donde se formuló, en cada actuación, un incumplimiento sustancial y

un incumplimiento formal.

Vencido el plazo de su respuesta, de acuerdo a lo establecido en la

Resolución Plenaria N.” 122/2018 y luego de sucesivos pedidos de descargos,

incluso desde la Secretaría Contable, regresan las actuaciones remitidas

formalmente porla Secretaria Administrativa Legal MECCyT, Abog. Mariángeles

ARROYO con descargos proporcionados por el Subsecretario de Gestión 4.0

MECCyT,Lic. Juan Pablo AGUIRRE CEJAS.

4. Análisis

Con el fin de proporcionar un análisis conjunto de las presentes

actuaciones, que guardan el mismo objeto y presentan los mismos apartamientos

normativos, a continuación, se presentarán los mismos junto con sus respectivos

descargos, finalizando conel análisis y conclusión común a todosellos.

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
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4.1 Incumplimientos sustanciales

Ref. 1: MECCT-E-378-2023

Incumplimiento sustancial N.? 1:

“Incumplimiento a lo normadoen la Ley Provincial N.* 1015 en su Ca-

pítulo II “Procedimientos de Selección”, Artículo 14” y subsiguientes, y
Ley Provincial N.? 141, artículo 100, atento a la falta de tramitación de un

procedimiento de selección del proveedor del servicio. Además, se verifica

que dicho importe reconocido ($2.980.224,00), implica un aumento del

431% respecto del último contrato vigente ($561.600,00), sin que conste en

las actuaciones hecho algunoque justifique dicho ajuste. ”

Descargo: Nota N.* 21135/2023 Letra: SsG4- MECCyT (fs. 77/78), sus-

cripto por el Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo AGUI-

RRE CEJAS.

es que esta Subsecretaría, manifiesta que la tramitación del

procedimiento fue iniciada mediante Expediente Electrónico MECCYT

N*76865-2022 del Registro de esta Gobernación, caratulado
“S/CONTRATACIÓN DE IMPRESORAS PARA LAS INSTUTICIONES Y

DEPENDENCIAS MECCYT — ZONA NORTE Y CENTRO”, con fecha 09

de noviembre del año 2022, con anterioridad a la finalización de la

contratación que se encontraba vigente.

Quela contratación, anterior al reconocimiento tramitado, fue autorizada

por Decreto Provincial N* 1679/2020, el cual aprobó el procedimiento y
adjudicó la totalidad de los renglones correspondientes a la Licitación

Pública 02/2020 RAF 521 al proveedor MENDEZ ALDO RAÚL, con

caducidad en fecha 04/12/2022; y que tal como fue indicadoen el párrafo
anterior, previo a la finalización de esta contratación, se inició el trámite

para dar continuidad al servicio de impresión.
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Que en virtud de esta tramitación; en fecha 08/02/2023 mediante Decreto

Provincial N* 0354/2023, se aprobó el procedimiento y se adjudicó la

totalidad de los renglones correspondientesa la Licitación Pública 01/2023

RAF 521 al proveedor MENDEZ ALDO RAÚL, dando como resultado la

continuidad de la contratación en cuestión.

Ahora bien, durante el periodo de tramitación administrativa, el servicio

no fue suspendido por la empresa proveedora, siendo esta la única en la

provincia con la disponibilidad de los equipos necesarios para satisfacer
la demanda de este Ministerio, dando lugar al reconocimiento de gastos

quea fin de cumplir con la contraprestacióna la queel estado se encuentra

obligado en virtud de haberrecibidoel servicio. En los casosen los que el

servicio se encuentra prestado y acreditado a favor de la Administración,

aun sin un marcocontractual que lo ampare, podría procederse al pago en

virtud de no incurrir en el supuesto de enriquecimiento sin causa a favor

del Estado Provincial. En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la

Nacióna través de causas como “Ingeniería Omega” y “Cardiocorb”, admite

que resulta viable cancelar pagosa favor de particulares cuando, a pesar
de no haberse suscripto un convenio, resulte acreditada la efectiva

contraprestación a favor de la administración, fundado ello en la figural

del enriquecimiento sin causa.

Es de destacar, que el valor facturado por este periodo, es idéntico al

acordado parala continuidad de la contratación, y que,si bien se observa

un incremento sustancial en los valores acordados entre 2020 y 2023, los

mismos no difieren de los índices inflacionarios que se reflejaron en el país

durante estos años.

A fin de justificar el incremento observado, es importante aclarar que los

insumos que son provistos para este servicio, son cotizados a la empresa

proveedora a valor dólar, que ésta los pesifica a los efectos de la

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
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contratación, y que esta variación desde el año 2020 al momento del

reconocimiento se refleja en un valor dólar enero/2020 en $77,00

ascendiendo a $ 381,00 en enero/2023, lo cual muestra un incremento

porcentual de 494%...” (SIC).

Ref. 2: MECCT-E-8052-2023 y

Ref. 3: MECCT-E-15239-2023

Incumplimiento sustancial N.' 1:

“Incumplimiento a lo normadoenla Ley Provincial N.* 1015 en su Ca-

pítulo II “Procedimientos de Selección”, Artículo 14” y subsiguientes, y
Ley Provincial N.* 141, artículo 100, atentoala falta de tramitación de un

procedimiento de selección del proveedor del servicio. Además, se verifica

que dicho importe reconocido ($4.334.220,00), implica un aumento del

673% respecto del último contrato vigente ($561.600,00), sin que conste en

las actuaciones hecho alguno que justifique dicho ajuste. ”

Descargos: Nota N.* 25709/2023 Letra: SsG4- MECCyT (Ref. 2 - fs. 65)

y Nota N.* 26364/2023 Letra: SsG4- MECCyT (Ref. 3 - fs. 59), ambas sus-

criptas por el Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo

AGUIRRECEJAS.

“... a fin de justificar el incremento observado en el mencionadas

actuaciones, es importante aclarar que los insumos que son provistos por
este servicio de fotocopiadoras monocromáticas de la ciudad de Río

Grande en Establecimientos Educativos y Dependencias del Ministerio de

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, son cotizados a la empresa

proveedoras Aldo Raúl MENDEZ a valordólar, que ésta los pesifica a los

efectos de la contratación, y que esta variación es acorde al incremento de

la inflación del mercado.
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Es de destacar, que el valor factura por este servicio, es idéntico al

acordado parala continuidad de la contratación y que, si bien se observa

un incremento sustancial en los valores acordados entre 2020 y 2023, los
mismos no difieren de los índices inflacionarios que se reflejaron en el país
durante estos años...” (SIC).

Análisis y conclusión: si bien se toma conocimiento de las circunstancias que

propiciaron reconocer la prestación del servicio derivado del vencimiento de un

contrato anterior, el cual tiene como causala falta de antelación en iniciar un nuevo

procedimiento de selección, sumado a los importantes aumentos de los valores

cancelados sin explicación alguna bajo la figura de legitimo abono, lo concreto es

que se incurrió, en cada actuación, en un apartamiento normativo al tramitarse

gastos por fuera de los procedimientos reglados en la administración pública con

fuertes incrementos en sus valores respecto del contrato anterior, los cuales sus

responsables son pasibles de penalidades, de acuerdoalo previsto enel artículo 11

de la Ley Provincial N.? 1015.

Al respecto, cabe precisar las siguientes particularidades del caso, por un

lado, que la contratación anterior, cuyo objeto consistió en el alquiler de 96

fotocopiadoras láser multifunción monocromo destinadas a los establecimientos

educativos y administrativos de dicha cartera ministerial en la ciudad de Río

Grande, finalizó el 04 de diciembre del 2022 con un valor de $561.600,00 por mes

y que el expediente con el cual se tramitó la nueva contratación, actualmente

regularizada y con el mismo proveedor, fue aperturada con menos de un mes de

antelación, el 09 de noviembre 2022, tiempo insuficiente para tramitar una

Licitación Pública.

Quetanto de las actuaciones como de sus descargos, no lucen los motivos

porlos cuales la administración no optó, ni por la facultad de prorrogar la relación

contractual bajo las condiciones y precios pactados, según lo previsto en el Decreto

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwichdel Sur ylos espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” 5
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Provincial N.? 674/11 — Anexol, artículo 34, punto 67, inciso b; nila utilización

de las excepciones al principio general de la Licitación Pública, ante el presente

supuesto de haberse finalizado un contrato y encontrándose en trámite la selección

del nuevo proveedor, en línea con el criterio sentado porel cuerpo plenario en la

Resolución Plenaria N.? 196/23, artículo 2".

En defecto, como consta en el expediente de la referencia 1 MECCT-E-378-

2023, la administración procedió a cancelar la primera factura del periodo

inmediato al vencimiento del contrato anterior (05/12/2022 — 30/12/2022) porla
suma de $2.980.224,00, implicando un aumento del 431% con respecto al último

valor cancelado bajo contrato.

Sobre dicho asunto, la Auditoría Interna instó a que se justifique que el

precio de los servicios se adecuaba a los valores vigentes del mercado al momento

de la prestación del servicio, sugiriendo dar intervencióna la Dirección Provincial

de Redeterminación de Precios (Informe de Auditoría Interna N.* 317/23 — UAI-

MECCT,fs. 31 vta./32 del expte ref. 1). Sin embargo, ello no aconteció, sino todo

lo contrario, continuó el trámite hasta su cancelación sin brindar explicación

alguna sobre los valores cancelados hasta la oportunidad de presentar los descargos

aquí tratados.

Sobreesta primera variación de los precios, el Subsecretario de Gestión 4.0

MEECy]T,Lic. Juan Pablo AGUIRRE CEJAS presenta las siguientes explicaciones:

por un lado, que ello responde a queel valor facturado es idéntico al acordado para
la continuidad de la contratación, ya que el mismo proveedor resultó adjudicadoal
momento de regularizarse la situación.



“2023 — 40" Aniversario de la Restauración de la Democracia”

Al respecto cabe informar que ello, a criterio del suscripto si bien es

inexacto, guardaría cierto grado de correspondencia con los precios unitarios que

se desprendende los valores involucrados:
Variación

Precio por |% respecto
Precios Totales $ Detalle Precio por día |fotocopiadora| al último

pordía—|valor bajo
contrato

último valor bajo contrato|$ 561.600,00 |por mes por 96 fotocopiadoras[$ 18.720,00 [$ 195/00 -

1er precio reconocido $ 2.980.224,00 |por 25 días por 96 fotocopiadoras|$ 119.208,96 [$ 1.241,76|536,80%
2do y 3er precio reconocido|$ 4.334.200,00|por mes por 121 fotocopiadoras|$ 144.473,33|$ 1.193,99|512,30%
Precio regularizado $ 4.334.200,00|por mes por 121 fotocopiadoras|$ 144.473,33|$ 1.193,99 512,30%|

Sin embargo, es importante resaltar que el resto de los argumentos

expuestos y sin documentar, consistentes en que los valores acordados entre 2020

y 2023, no difieren de los índices inflacionarios que se reflejaron en el país durante

dicho periodo, y que además, los insumos provistos para la prestación de dicho

servicio, al proveedor le son cotizados a valor dólar, y que ésta los pesifica a los

efectos de la contratación, observándose un aumento de enero/2020 a enero 2023

del 494%, no surgen de un Informe Técnico que lo sustente, sino queen principio,

se trataría de apreciaciones propias del funcionario firmante de dichos descargos.

Sobreeste asunto, es importante resaltar que dichos descargos deberían ser

acompañados con Informes Técnicos emitidos desde áreas competentes que

permitan sustentar las afirmaciones expuestas con la suficiente objetividad,

ajustada a derecho y basada en hechos o datos verificables, con la que amerita

rendir cuentas de los fondos públicos aplicados, ya que se verifican distintas

imprecisiones que se expondrán a continuación:

-
—

Porun lado, los índices que miden la inflación de la economía argentina

son varios, y lamentablemente, este fenómeno monetario se está

presentando desde hace varios años, con lo cual es importante que, al

momento de explicar las variaciones, se precise que índice se optó para

efectuarel análisis y se definan cuáles son los periodos comprendidos.

- Considerando lo anterior, a criterio del suscripto, correspondería evaluar

conel índice de mayor difusión e influencia en las decisiones de actores

A “Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” 7



económicos, es decir, el Índice de Precios al Consumidor, Nivel General

(IPC-NG), desde el mes de la fecha de apertura de sobres del

procedimiento anterior, es decir septiembre/2020; y el mes de apertura

de sobres del procedimiento actual, es decir diciembre/2022.

Definido lo anterior, se verifica que la inflación acumulada en dicho

periodo es del 236,69%, es decir, muy por debajo de la fuerte variación

reconocida en el primer periodo fuera de procedimiento del 536,80%

tomando de referencia los precios unitarios por equipo impresora por
día.

Inflación Acumulada

El otro argumento brindado porel funcionario fue la variación del tipo

de cambio, el cual nuevamente no se precisó a cuálse refiere, aunquesi
el periodo conel cual efectuó su análisis, ya que explica que la variación

del dólar enero/2020 — enero/2023, fue del 494%.

Indagando losdistintos tipos de cambio, se verifica que el cuentadante

optó por elegir el dólar conocido como “blue”, el cual se publica

periódicamente en los medios de comunicación masivos de nuestro país.

Sin embargo, es importante aclarar que dicha cotización corresponde a

un mercado paralelo, informal, por fuera de los canales oficiales
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regulados y supervisados por el Banco Central de la República

Argentina (BCRA), con lo cual denota que, al evaluar entre las distintas

alternativas de tipo de cambio, optó por la que parece menos razonable

al ser ajena del marco legal vigente.

Asimismo, no se comparte que el periodo bajo medición sea desde

enero/2020, ya que el proveedor en el anterior procedimiento presentó

su oferta en septiembre de dicho año, precisamente el 18/09/2020 y en

el actual procedimiento fue el 02/01/2023.

Aclarado lo anterior, y a fin de verificar el comportamiento del tipo de

cambio oficial en el periodo bajo análisis, es decir el que surge del

Mercado Único y Libre de Cambios (MULC) regulado por el BCRA, al
cual acceden los importadores de bienes de nuestra economía, surge que
el tipo de cambio oficial del día hábil anterior a la fecha de apertura del

anterior procedimiento (17/09/2020) era de $75,32 , y que su valor a la

fecha del día anterior a la apertura del procedimiento vigente

(30/12/2022) fue de $177,13, lo que implica una variación en dicho

periodo del 135,17%, lo que dista ampliamente dela variación del 494%

ofrecida en los descargos.

Variación Porcentual del Tipo de Cambio Oficial (17/09/2020 30/12/2022)
140

120

10-2021

5-2022

10-202209-2020 10-2020 11-2020 12-2020 06-2021 07-2021 08-2021
12-2022

03-2021 104-2021 105-2021
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- A partir de lo expuesto precedentemente, se desprende que la

administración no brindó los correspondientes fundamentos que

expliquenla decisión de cancelar facturas bajo reconocimiento de gastos

que distan de los últimos valores cancelados bajo contrato, ya que por

un lado, los descargos no se fundan en Informe Técnico alguno, y por el

otro el funcionario interviniente se vale de datos arbitrarios que no se

encuentran amparados en el marco legal establecido, al citar como

fuente el dólar blue; se incurre en errores al observar los periodos bajo

análisis, no precisa los índices con los cuales realiza la medición de la

inflación y los mismos no explican ni siquiera la mitad de los

incrementos observados.

- Por último, cabe exponer que tampoco se verificó que el pago no

involucre el empobrecimiento sufrido por el proveedor, excluyendo

cualquier margen de ganancia en la prestación del servicio por fuera de

los procedimientos que dirigen el accionar de la administración pública.

Así las cosas, vale decir que en los periodos subsiguientes tramitados bajo

los expedientes MECCT-E-8052-2023 - periodo 01/01/2023 al 31/01/2023 y

MECCT-E-15239-2023 — periodo 01/02/2023 al 28/02/2023, surge que se aumentó

la cantidad de fotocopiadoras alquiladas, elevándose de las 96 fotocopiadoras

iniciales a la cantidad de 121 equipos, por un total de $4.334.220,00 por mes, lo
que implicó un aumento del 673% respecto del último contrato vigente.

Asimismo, tampoco se acreditan en las actuaciones los argumentos con los

cuales se elevó la cantidad de equipos, sin desconocerse que en enero y febrero los

establecimientos educativos se encuentran bajo receso escolar y disminuyeel ritmo

administrativo en dicha épocadel año.

Al respecto, cabe recordar que lo informado porel cuentadante de que este

último valor se corresponde conel luego adjudicado con el mismo proveedor, ello

si guarda correspondencia con lo verificado al intervenirse la Licitación Publica
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N.” 01/2022 — RAF 512 tramitado bajo el expediente MECCT-E-76865-2022,

caratulado “S/ CONTRATACION DE IMPRESORAS PARA LAS INTITUCIONES

Y DEPENDENCIAS MECCYT — ZONA NORTE Y CENTRO”, en el marco del

control preventivo, mediante las Actas de Constatación TCP-PE Nros. 22/23 y

25/23. A

Asimismo, del geN Financiero se extrajo la Orden de Compra 15/23 donde

se corrobora tal cuestión a fin de acompañar tal información junto al presente

informe, lo que permitiría en principio, verificar que los fuertes incrementos

observados para estos dos periodos, enero y febrero 2023, guardan exacta relación

con la oferta más conveniente que luego pudo acceder la administración porel
servicio involucrado y con el mismo proveedor, en el marco de una Licitación

Pública.

En virtud de lo expuesto precedentemente, se concluye que los

incumplimientos sustanciales detectados no se encuentran subsanados y persisten

con carácter de insalvables en la presente instancia, al tratarse de trámites ajenos a

un procedimiento regular, derivado de la falta de recaudos de la administración al

no tramitar con la suficiente antelación a la extinción del vínculo, el nuevo contrato

o en su defecto, tal como lo recomendara el cuerpo plenario recientemente, recurrir

a las vías de excepción al principio general de licitación pública a fin de evitar

situaciones como las aquí verificadas, máxime cuando los montos cancelados

distan ampliamente de los últimos convenidos contractualmente sin brindar

fundamentaciones razonables sobre ello.

4.2  Incumplimientos formales

Se deja constancia que el incumplimiento formal detectado en ambas actua-
ciones ha sido incorporado en el Registro de Incumplimientos Formales de esta

Delegacióna los fines de detectar reiteraciones en el marco delo establecido en la

Resolución Plenaria N.” 122/18 - Anexo l, Acápite 1, Punto 1.1.1. El mismo se

transcribe a continuación para su conocimiento:

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur ylos espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” Ú



Incumplimiento Formal N.* 1: “Incumplimientoalo establecido en el Decreto

Reglamentario N.” 1122/02 — Anexo I, Artículo 31%, Punto 2), ya que las

imputaciones presupuestarias en sus distintas etapas de ejecución del gasto, se

efectuaron en forma extemporánea. ”
5. Conclusión

En virtud de lo expuesto en el apartado “4, Análisis”, donde se expone

puntualmente el incumplimiento detectado, con su descargo y análisis respectivo,

se resumen las conclusiones obtenidas.

Respecto al incumplimiento que no ha sido subsanado, se elevan las

actuaciones de referencia en el marco del punto 1.4.2. del Anexo I de la Resolución

Plenaria N.? 122/2018 y se informan los siguientes puntos:

Normativa incumplida:

e Ley Provincial N.? 1015: artículo 14? y subsiguientes.

+ Ley Provincial N.? 141: artículo 100.

Actos administrativos:

+ Resolución MECCyT N.?* 340/2023 (fs. 25 vta. del expte. de la

ref. 1): reconoce la prestación del servicio de alquiler de 96

fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 213/2023 (fs. 59 vta./60 del expte. De la

ref. 1): aprueba el gasto y dispone el pago de alquiler de 96

fotocopiadoras.

+ Resolución MECCyT N.* 872/2023 (fs. 40 del expte. dela ref.

2): reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121

fotocopiadoras.

12
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+ Resolución SAL N.” 400/2023 (fs. 50 vta./51 de la ref. 2):

aprueba el gasto y dispone el pago de alquiler de 121

fotocopiadoras.

+ Resolución MECCyT N.? 1047/2023 (fs. 29 del expte. dela ref.

3): reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121

fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.? 514/2023 (fs. 43 vta. dela ref. 3): aprueba

el gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

Agentes responsables:

e Ministra de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, D.I.

Analía Inés CUBINO, quien suscribe los actos administrativos

de reconocimiento de gasto.

e Secretaria Administrativa Legal MECCyT, Abog. Mariángeles

ARROYO, quien aprueba el gasto y dispone el pago sin

acreditarse las razones que expliquen los fuertes incrementos en

los valores facturados.

+ Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo

AGUIRRE CEJAS,al no tomar los recaudos correspondientes

de impulsar una nueva contratación con la antelación suficiente

a la extinción del vínculo anterior y fundarse en argumentos

irrazonables al explicar los incrementos de los valores

cancelados en oportunidad de brindar los descargos a este

órganode control externo.

»
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Presunto perjuicio fiscal:

e Se deja constancia de que el incumplimiento sustancial

detectado, no resulta suficiente para cuantificar un posible

perjuicio al erario público en esta instancia.

Sin otro particular elevo a su consideración un ejemplar del presente

informe junto a los expedientes de referencia, con:

Ref. 1: 94 fojas útiles.

Ref.2: 77 fojas útiles.

Ref. 3: 71 fojas útiles.

Tribunal de Cuentas de la Provincia

1 6 NOV. 2023

IT :D/Ls



INFORME CONTABLE
Control Posterior

INFORME CONTABLE N'%, 89/2023

Letra: TCP-SC

Ref. 1: Expediente N.? MECCT-E-378-2023, caratulado: “-

Reconocimiento de pago proveedor Aldo Raul Mendez por
fotocopiadoras monocromo, periodo 05/12/2022 al 30/12/2022”.

Ref. 2: Expediente N.” MECCT-E-8052-2023, caratulado:

“Reconocimiento de pago proveedor Aldo Raúl MENDEZ por
fotocopiadoras monocromáticas de la ciudad de Río Grande en

Establecimientos Educativos y Dependencias Periodo 01/01/23 al

31/01/23”.

Ref. 3: Expediente N.” MECCT-E-15239-2023, caratulado:

“S/Reconocimiento de pago proveedor Aldo Mendez por
fotocopiadoras monocromáticas de la ciudad de Río Grande en

Establecimientos Educativos y Dependencias periodo 01/02/2023 al

28/02/2023.”

Ushuaia, 06 de diciembre de 2023ETRIBUNAL DE CUENTAS
PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO, ANTÁRTIDAE ISLAS DEL ATLÁNTICO SUR
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1. Destinatario

El presente informe se dirige al Sr. Vocal de Auditoría.

2. Objeto

Elevar el análisis efectuado, mediante el Informe Contable

N.? 464/2023 Letra: TCP-PE obrantes en los expedientes de la referencia suscripto

por el Auditor Fiscal CP Leonardo VIVAS AHUMADAenel marco del Control

Posterior, reglamentado mediante la Resolución Plenaria N.* 122/2018, en relación

a lo actuado en las presentes actuaciones.

3. Antecedentes

A los efectos de no abundar y en honor a la brevedad, me remito a los

antecedentes descriptos en el informe contable detallado en eltítulo anterior. No obs-

tante, se transcribe a continuación el incumplimiento sustancial N.” 1 del expediente

de la referencia 1, que subsiste, detectado en el Acta de Constatación TCP N.?

206/2023 — PE, obrante a fs. 69/71: “(...) 1. Incumplimiento a lo normado en la

Ley Provincial N.* 1015 en su Capítulo II “Procedimientos de Selección”, Ar-

tículo 14” y subsiguientes, y Ley Provincial N.* 141, artículo 100, atento a la falta

de tramitación de un procedimiento de selección del proveedor del servicio. Ade-

más, se verifica que dicho importe reconocido ($2.980.224,00), implica un qu-

mento del 431% respecto del último contrato vigente ($561.600,00), sin que conste

en las actuaciones hecho alguno que justifique dicho ajuste (...)”, se transcribe a

continuación el incumplimiento sustancial N.” 1 del expediente de la referencia

2, que subsiste, detectado en el Acta de Constatación TCP N.* 201/2023 — PE,

obrante a fs. 61/63, y del expediente de la referencia 3, que subsiste, detectado

en el Acta de Constatación TCP N.? 202/2023 — PE, obrante a fs. 52/63: “(...) 1.

Incumplimiento a lo normado en la Ley Provincial N.* 1015 en su Capítulo II
“Procedimientosde Selección”, Artículo 14”y subsiguientes, y Ley Provincial N.*

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos”



141, artículo 100, atento a la falta de tramitación de un procedimientode selec-

ción del proveedor del servicio. Además, se verifica que dicho importe reconocido

($4.334.220,00), implica un aumento del 673% respecto del último contrato vi-

gente ($561.600,00), sin que conste en las actuaciones hecho alguno que justifique
dicho ajuste (...)”.

Tras los descargos efectuados porel organismo, se elevana esta Secretaría

Contable el informe contable precitado, informando de los expedientes de la

referencia la subsistencia del incumplimiento sustancial descripto, y un (1)

incumplimiento formal, común a todos los expedientes.

Asílas cosas, en el apartado 5. Conclusión del informe contable citado

el profesional suscribiente se expresa en relación a la normativa incumplida, acto

administrativo, agente responsable y presunto perjucio fiscal.

Seguidamente, esta Secretaría Contable remitió las actuaciones a la

Secretaría Legal de este Órgano de Control, mediante la Nota Interna N*

2732/2023, Letra: TCP-SC, agregada a fs. 95, 72 y 78 respectivamente, a los fines

de que se expida sobre los puntos allí informados y todo lo que estime corresponder.

Posteriormente, se emitió el Informe Legal N* 267/2023, Letra: TCP-

CA, agregado a fs. 96/107, 96/107 y a fs. 96/107, respectivamente, suscripto por

la Abogada Dra. María Noelia FRAZZETTO exponiendo en el apartado II.
CONCLUSIÓN lo siguiente: “(...) Analizadas las actuaciones a la luz de las

consideraciones vertidas, los antecedentes de este Tribunal de Cuentas citados,

las posiciones doctrinarias invocadas, las pautas legales y reglamentarias que

deben observarse en el caso, procede considerar -como consecuencia de lo

expuesto precedentemente- que, este Tribunal de Cuentas es competente para
tomar intervención, no encontrándose excedidas las pautas temporales para la

aplicación de sanciones.

Respecto del incumplimiento advertido,la utilización de la figura del

reconocimiento del gasto no encuentra amparo normativo alguno, ni posee la
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virtualidad de subsanar lo actuado,por lo que entiendo que se ha configurado el

apartamiento normativo detectado por el Auditor Fiscal interviniente,

oportunamente reconocido por el cuentadante.

Ahora bien, a mi criterio, la segunda parte del incumplimiento

referente a los montos debería ponderarsea la luz del principio de verdad material,

en sentido que, si bien se vieron ajustados, ello se corresponde con el precio de

una licitación pública posterior.

Por lo tanto, salvo mejor criterio de la superioridad, entiendo que

estarían dadas las condiciones parala aplicación del artículo 4 incisos g) o h) de

la Ley provincial N” 50, a la Ministra D.I. Analía Inés CUBINO, toda vez que en

oportunidad de efectuar un descargo no aportó razones de su accionar y no surge
de las actuaciones el responsable de la falta de contratación y efectuar una

recomendación a los restantes intervinientes.

Ello, en sintonía con lo dispuesto por el Cuerpo Plenario de Miembros

en las Resoluciones Plenarias N* 237/2023; 231/2023; 100/2023; 61/2023;

37/2023; 301/2022; 299/2022; 295/2022; 144/2022; 71/2022 y 378/2021; entre

otras) (...)” (El subrayado me pertenece), el que fuera compartido mediante la

Nota Interna N.” 2855/2023 Letra: TCP-SL, suscripta por el Secretario Legal Dr.

Pablo E. GENNARO.

4. Análisis y conclusión

Asílas cosas, ante los hechos expuestos, y en atención al análisis realizado

porlas distintas áreas de este Organo de Control, esta instancia comparte lo actuado

mediante el informe contable antes citado, considerándose que subsisten los

incumplimientos sustanciales dentificados como N.? 1 detectados en los expedientes

dela referencia.

Normativa incumplida:

e Ley Provincial N.* 1015: artículo 14? y subsiguientes.
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e LeyProvincial N.* 141: artículo 100.

Actos administrativos:

Resolución MECCyT N.? 340/2023 (fs. 25 vta. del expte. de la

ref. 1): reconoce la prestación del servicio de alquiler de 96

fotocopiadoras.

Resolución SAL N.* 213/2023 (fs. 59 vta./60 del expte. De la

ref. 1): aprueba el gasto y dispone el pago de alquiler de 96

fotocopiadoras.

Resolución MECCyT N.* 872/2023 (fs. 40 del expte. dela ref.

2): reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121

fotocopiadoras.

Resolución SAL N.* 400/2023 (fs. 50 vta./51 de la ref. 2):

aprueba el gasto y dispone el pago de alquiler de 121

fotocopiadoras.

Resolución MECCyT N.? 1047/2023(fs. 29 del expte. dela ref.

3): reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121

fotocopiadoras.

Resolución SAL N.* 514/2023 (fs. 43 vta. de la ref. 3): aprueba

el gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

Agentes responsables:

Ministra de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, D.I.

Analía Inés CUBINO, quien suscribe los actos administrativos

de reconocimiento de gasto, según lo indicado por enel informe

porla Secretaría Legal.
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Presunto perjuicio fiscal:

e Se deja constancia de que el incumplimiento sustancial

detectado, no resulta suficiente para cuantificar un posible

perjuicio al erario público enesta instancia.

Sin otro particular, elevo a su consideración un ejemplar del presente

informe junto a los expedientes de referencia, considerando que estarían dadas las
condiciones, salvo mejor y elevado criterio del Cuerpo Plenario de Miembros, para

ejercerlas facultades estipuladas enel artículo 4” inciso g) o h) de la Ley provincial

N.? 50 respecto de los responsables señalados.

30 ENE 2024
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Informe Legal N* 267/2023
Letra: T.C.P. - C.A.

Cde.: Expte. N* 378, 8052 y 15239
Letra: MECCT. Año: 2023.

Ushuaia, (1 2099
y UIC. ZUZ3

SR. SECRETARIO LEGAL
DR. PABLO E. GENNARO

Vienen al Cuerpo de Abogados los expedientes del corresponde,

pertenecientes al registro del Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y

Tecnología caratulados: “Reconocimiento de pago proveedor Aldo Raúl

MENDEZ por fotocopiadoras monocromo, periodo 05/12/22 al 30/12/22”,

“Reconocimiento de pago proveedor Aldo Raúl MENDEZ por fotocopiadoras
monocromáticas de la ciudad de Río Grande en Establecimientos Educativos y
Dependencias Periodo 01/01/23 al 31/01/23” y “Reconocimiento de pago
proveedor Aldo Raúl MENDEZ por fotocopiadoras monocromáticas de la
ciudad de Río Grande en Establecimientos Educativos y Dependencias Periodo
01/02/23 al 28/02/23”, respectivamente, mediante la Nota Interna N* 2732/2023,

Letra: TCP-SC, con el objeto de tomar intervención, en el marco del Control

Posterior.

1. ANTECEDENTES

Las presentes actuaciones se iniciaron para tramitar los pagos por
alquiler de equipos de fotocopiado de diversos establecimientos del Ministerio de

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología de la provincia (en adelante MECCyT)
de la ciudad de Río Grande, en virtud de las facturas presentadas por el señor Aldo

Raúl MENDEZ,porlos períodosdel 05/12/2022 al 30/12/2022, del 01/01/2023 al

3101/2023 y al 01/02/2023 al 28/02/2023, respectivamente.
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Expediente

378-MECCT-2023 5082-MECCT-2023|15239-MECCT-2023

Descripción

Objeto de la Alquiler de96 epupos de
- Alquiler de 121 equipos de fotocopiado láser

fotocopiado láser multifunción oFactura multifunción monocromo
monocromo

Periodo 05/12/2022 01/01/2023al 01/02/2023 al
al 30/12/2022 (25 días) 31/01/2023 (mensual)|28/02/2023 (mensual)

Monto $ 2.980.224 $ 4.334.220 cada uno
Conforma Subsecretario de Gestión 4.0 MECCyT Lic. Juan Pablo AGUIRRE CEJAS

Reconoce el
Servicio

D.I. Analía CUBINO
Resolución MECCyT
N* 340/2023 (fs. 25)

D.I. Analía CUBINO
Resolución MECCyT
N' 872/2023 (fs. 40)

D.I. Analía CUBINO
Resolución MECCyT
N* 1047/2023 (fs. 29)

Apruebael
Gasto

Secretaria Adm. Legal
MECCyT, Abog. ARROYO

Resolución SAL N* 213/23 (fs.
59vta/60)

Secretaria Adm. Legal
Abog. ARROYO

Res. SAL N* 400/23
(fs. 50vta/51)

Secretaria Adm. Legal
Abog. ARROYO

Res. SAL N* 514/23
(fs. 43vta)

Acta de
Constatación

N* 206/2023 - TCP - P.E.

(£s. 69/71)
N? 202/2023 - TCP -

PE. (fs. 52/54)
N* 201/2023 - TCP -

PE. (fs. 61/63)

Incumplimiento
Sustancial
Detectado

“Incumplimiento a lo normado
en la Ley Provincial N.* 1015 en
su Capítulo II “Procedimientos
de Selección”, Artículo 14 y
subsiguientes, y Ley Provincial
N.? 141, artículo 100, atento a la
falta de tramitación de un
procedimiento de selección del
proveedor del servicio. Además,
se verifica que dicho importe
reconocido ($2.980.224,00),
implica un aumento del 431%
respecto del último contrato
vigente ($561.600,00), sin que
conste en las actuaciones hecho
alguno que justifique dicho
ajuste.”

“Incumplimiento a lo normado en la Ley
Provincial N.* 1015 en su Capítulo II
“Procedimientos de Selección”, Artículo 14” y

subsiguientes, y Ley Provincial N.? 141,
artículo 100, atento a la falta de tramitación de
un procedimiento de selección del proveedor del
servicio. Además, se verifica que dicho importe
reconocido  ($4.334.220,00), implica un
aumento del 673% respecto del último contrato
vigente ($561.600,00), sin que conste en las
actuaciones hecho alguno que justifique dicho
ajuste.”

Descargos
Nota N* 21135/2023 Letra:
SsG4- MECCyT (fs. 77/78)

Nota N* 25709/2023
Letra: SsG4-

MECCyT (fs. 65) Lic.

Nota N? 26364/2023
Letra: SsG4-

MECCyT (fs. 59) Lic.
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suscripta por el Lic. Juan Pablo|Juan Pablo AGUIRRE|Juan Pablo AGUIRRE
AGUIRRE CEJAS. CEJAS. CEJAS.

“(...) los incumplimientos sustanciales detectados no se encuentran subsanadosypersisten con carácter de insalvables en la presente instancia, al tratarse de
trámites ajenos a un procedimiento regular, derivado dela falta de recaudos de laInforme aa .s . an ” a +

Contable administración al no tramitar conla suficiente antelación a la extinción del vínculo,

N 464/23
el nuevo contrato o en su defecto, tal como lo recomendara el cuerpo plenario

TCP-PE recientemente, recurrir a las vías de excepción al principio generalde licitación
pública a fin de evitar situaciones como las aquí verificadas, máxime cuando los
montos cancelados distan ampliamente de los últimos convenidos contractualmente
sin brindar fundamentaciones razonables sobreello(...)”.

Los expedientes fueron intervenidos en un análisis conjunto, en el

marco del Control Posterior, en el Informe Contable N* 464/2023, Letra: TCP-PE,
donde el Auditor Fiscal interviniente C.P. Leonardo VIVAS AHUMADA

puntualizó que todos ellos se apartan de lo dispuesto en la Ley provincial N? 1015

(en su Capítulo II sobre “Procedimientos de Selección”, Artículo 14” y

subsiguientes) y en la Ley Provincial N? 141, artículo 100.

En su análisis advirtió una serie de cuestiones sobre el reconocimiento

de la prestación del servicio, con posterioridad al vencimiento del contrato, en los

siguientes términos: “(...) tiene como causala falta de antelación en iniciar un
nuevo procedimiento de selección, sumado a los importantes aumentos de los

valores cancelados sin explicación alguna bajo la figura de legitimo abono, lo
concreto es que se incurrió, en cada actuación, en un apartamiento normativo al
tramitarse gastos por fuera de los procedimientos reglados en la administración

pública con fuertes incrementos en sus valores respecto del contrato anterior, los

cuales sus responsables son pasibles de penalidades, de acuerdoa lo previsto en
el artículo 11 de la Ley Provincial N.* 1015.

(...) el expediente con el cual se tramitó la nueva contratación,

Actualmente regularizada y con el mismo proveedor, fue aperturado con menos de
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un mesde antelación, el 09 de noviembre 2022, tiempo insuficiente para tramitar

una Licitación Pública.

(...) la administración procedió a cancelar la primera factura del

periodo inmediato al vencimientodel contrato anterior (05/12/2022 — 30/12/2022)

por la suma de $2.980.224,00, implicando un aumentodel 431% con respecto al

último valor cancelado bajo contrato.

(...) la Auditoría Interna instó a quese justifique que el precio de los

servicios se adecuaba a los valores vigentes del mercado al momento de la

prestación del servicio, sugiriendo dar intervención a la Dirección Provincial de

Redeterminación de Precios (Informe de Auditoría Interna N.* 317/23 - UAI -

MECCT, fs. 31 vta./32 del expte ref. 1). Sin embargo, ello no aconteció, sino todo

lo contrario, continuó el trámite hasta su cancelación sin brindar explicación

alguna sobre los valores cancelados hasta la oportunidad de presentar los

descargos aquí tratados.

(...) Sobre esta primera variación de los precios, el Subsecretario de

Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo AGUIRRE CEJAS presentalas siguientes

explicaciones: por un lado, que ello respondeaqueelvalor facturadoes idéntico

al acordado parala continuidad de la contratación, ya que el mismo proveedor
resultó adjudicado al momento de regularizarse la situación.

Alrespecto cabe informar que ello, a criterio del suscripto si bien es

inexacto, guardaría cierto grado de correspondencia conlos precios unitarios que

se desprenden de los valores involucrados.
Variación

Precio por |% respecto
Precios Totales $ Detalle Precio por día |[fotocopiadora| al último

pordía

—|valor bajo
contrato

último valor bajo contrato|$ 561.600,00 [por mes por 96 fotocopiadoras|$ 18.720,00|$ 195/00 -

1er precio reconocido $ 2.980.224,00 [por 25 días por 96 fotocopiadoras|$ 119.208,96|$ 1.241,76|536,80%
2do y 3er precio reconocido|$ 4.334.200,00|por mes por 121 fotocopiadoras|$ 144.473,33|$ 1.193,99 512,30%|Precio regularizado $ 4.334.200,00|por mes por 121 fotocopiadoras|$ 144.473,33 [$ 1.193,99|512,30%|
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Sin embargo, es importante resaltar que el resto de los argumentos
expuestos y sin documentar, consistentes en que los valores acordados entre 2020

y 2023,no difieren de los índices inflacionarios quese reflejaron en el país durante
dicho periodo, y que además, los insumos provistos para la prestación de dicho

servicio, al proveedor le son cotizados a valor dólar, y que ésta los pesifica a los

efectos de la contratación, observándose un aumentodeenero/2020a enero 2023
del 494%, no surgen de un Informe Técnico que lo sustente, sino que en

principio, se trataría de apreciaciones propias del funcionario firmante de

dichos descargos.

Sobre este asunto, es importante resaltar que dichos descargos
deberían ser acompañados con Informes Técnicos emitidos desde áreas

competentes que permitan sustentar las afirmaciones expuestas con la suficiente

objetividad, ajustada a derecho y basada en hechos o datos verificables, con la

que amerita rendir cuentasde los fondos públicos aplicados, ya que se verifican
distintas imprecisiones (...)” (el énfasis no perteneceal original).

A continuación, el Auditor Fiscal opinó sobre los montos facturados, a

cuyos términos me remito en honora la brevedad, restando puntualizar que en su

análisis concluyó que: “(...) los incumplimientos sustanciales detectados no se

encuentran subsanados y persisten con carácter de insalvables en la presente
instancia, al tratarse de trámites ajenos a un procedimiento regular, derivado de

la falta de recaudos de la administración al no tramitar con la suficiente

antelación a la extinción del vínculo, el nuevo contrato o en su defecto, tal como
lo recomendarael cuerpo plenario recientemente, recurrir a las vías de excepción

al principio generalde licitación pública a fin de evitar situaciones como las aquí
verificadas, máxime cuando los montos cancelados distan ampliamente de los

últimos convenidos contractualmente sin brindar fundamentaciones razonables

Sobreello.
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(...) se informan los siguientes puntos: Normativa incumplida:

e Ley Provincial N.* 1015: artículo 14? y subsiguientes.

e Ley Provincial N.* 141: artículo 100.

Actos administrativos:

e Resolución MECCyT N.* 340/2023 (fs. 25 vta. del expte. de la ref. 1):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 96 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 213/2023 (fs. 59 vta./60 del expte. De la ref. 1):

apruebael gasto y dispone el pago de alquiler de 96 fotocopiadoras.

e Resolución MECCyT N.” 872/2023 (fs. 40 del expte. de la ref. 2):

reconoce la prestación del servicio de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 400/2023(fs. 50 vta./51 dela ref. 2): apruebael
gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución MECCyT N.* 1047/2023 (fs. 29 del expte. de la ref. 3):

reconocela prestación del servicio de alquiler de 121 fotocopiadoras.

e Resolución SAL N.* 514/2023 (fs. 43 vta. de la ref. 3): aprueba el

gasto y dispone el pago de alquiler de 121 fotocopiadoras.

Agentes responsables:

e Ministra de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, D.I. Analía

Inés CUBINO, quien suscribe los actos administrativos de reconocimiento de

gasto.

e Secretaria Administrativa Legal MECCyT, Abog. Mariángeles
ARROYO, quien apruebael gasto y dispone el pago sin acreditarse las razones

que expliquen los fuertes incrementos en los valores facturados.

e Subsecretario de Gestión 4.0 MEECyT, Lic. Juan Pablo AGUIRRE

CEJAS, al no tomar los recaudos correspondientes de impulsar una nueva
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contratación con la antelación suficiente a la extinción del vínculo anterior y
fundarse en argumentos irrazonables al explicar los incrementos de los valores
cancelados en oportunidad de brindar los descargos a este órgano de control
externo.

Presunto perjuicio fiscal:

e Se deja constancia de que el incumplimiento sustancial detectado,
no resulta suficiente para cuantificar un posible perjuicio al erario público en esta
instancia (...)”.

En este contexto ingresaronlas actuaciones a la Secretaría Legal, a los

fines de tomar intervención en virtud del Incumplimiento Sustancial subsistente.

I. ANÁLISIS

11.1. Competencia del Tribunal de Cuentas

Este Tribunal de Cuentas resulta competente para tomar intervención,

en virtud de lo previsto porel artículo 1? de la Ley provincial N* 50, que reza: “El

Tribunal de Cuentas es un órgano autónomo de contralor externo de la función

económico-financiera de los tres poderes del Estado Provincial (...)” y por el

inciso a) del artículo 2? de dicha norma que establece dentro de las funciones de

este Organismo de Controlla de:

“ejercer el control preventivo de legalidad y financiero respecto de los

actos administrativos que dispusieran fondos públicos, así como en aquellos
relativos a inversiones de fondos, percepción de caudales públicos u operaciones
financieros patrimoniales del Estado provincial. En ningún caso, la inexistencia

Ae control preventivo obstará el control posterior” (el subrayado me pertenece).
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A los fines de encuadrar el procedimiento a seguir, las actuaciones

ingresaron a este Tribunal de Cuentas en el marco del Control Posterior, siendo de

aplicación la Resolución Plenaria N* 122/2018, que indicó: “(...) Que este tipo de

control, se vincula conel ejercicio de la acción de responsabilidad patrimonial y
el ejercicio de la potestad sancionatoria (...)” y en su Anexo I distinguió los

incumplimientos sustanciales, en los siguientes términos: “Se vinculan con

incumplimientos y faltas graves que podrían traer aparejado un perjuicio al erario

público o un grave apartamiento normativo no incluido en 1.1.1. (léase

Incumplimientos Formales)”.

11.2. Pauta temporal de actuación

Encuadrado el análisis en tal sentido, previo al estudio del

Incumplimiento puntualizado, correspondería determinar las pautas temporales

para el ejercicio de la potestad sancionatoria de este Órgano de Control, que

encuentra su fundamentoen: “(...) la necesidad de cumplimentar con su cometido

sobre los organismos que se encuentran bajo su fiscalización (...)” (conf. Superior

Tribunal de Justicia en “Aguirre” y “Toledo Zulmelzu”).

La Ley provincial N* 50 ensu artículo 75, sustituido porel artículo 45

de la Ley provincial N” 1333, determina que la acción de responsabilidad

patrimonial: “(...) prescribe a los dos (2) años de cometido el hecho que causóel
daño o de producido éste si fuere posterior. La suspensión e interrupción de este

Instituto se rigen por las normasdel Código Civil y Comercial de la Nación”.

Enlos autos caratulados: “Tribunal de Cuentas c/ Santamaría, Felix

Alberto si Ejecutivo” del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del

Distrito Judicial Sur, se determinó que este plazo también es de aplicación para las

multas a los agentes estatales.
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Por lo tanto, establecido el plazo aplicable en 2 años, corresponde
determinar el punto de partida para su cómputo.

En elfallo “Blazquez, Daniel c/ Tribunal de Cuentasde la Provincia s/
Contencioso Administrativo”, se fijó el dies a quo de la potestad sancionatoria a

partir del día siguiente de la publicación del acto o del ingreso de las actuaciones

a este Órgano de Control, lo que suceda primero en el tiempo, criterio que,al
provenir de la máxima fuente de interpretación del derecho provincial, debe ser
aplicado en la formaallí establecida (conf. Acuerdo Plenario N? 1744). Ello, en
sintonía con lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley provincial N* 110: “Los

pronunciamientos del Superior Tribunal en cuanto determinen la interpretación y
aplicación de las cláusulas constitucionales y de la Ley, constituyen

jurisprudencia obligatoria para todos los Tribunales y Jueces”.

Bajo este encuadre, todas las actuaciones de la referencia ingresaron a

este Organismo de Control -conforme surge del sello inserto al reverso de la

caratula- el 10 de agosto de 2023, mientras que los gastos se aprueban mediante

las Resoluciones SAL N* 213/2023 (fs. 59vta/60), N* 400/2023 (fs. 50vta/51) y
N? 514/2023 (fs. 43vta) fueron suscriptas el 7 de febrero, el 13 de marzoy el 28 de

marzo del corriente, respectivamente, y no podrían haberse publicado con
anterioridad, extremo del que puede afirmarse que no se encuentran excedidas las

pautas temporales para ejercer las atribuciones conferidas por la Ley provincial
N” 50, de corresponder.

Establecida la pauta temporal de actuación resta analizar el

incumplimiento sustancial advertido por el Auditor Fiscal, atento a que del análisis

de los expedientes a la vista no surgiría otra irregularidad administrativa o supuesto

yAejuicio al erario.
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11.3. Incumplimientos detectados

La cuestión de fondo dela presente intervención se enmarca en el pago

de distintas facturas por el MECCyT, que no se corresponden con contratación

alguna. Por ello, el presente análisis se ceñirá a determinar la gravedad del

apartamiento normativo hallado, sugiriendo el uso delas atribuciones conferidas

en los incisos g) o h) del artículo 4” de la Ley provincial N” 50, de corresponder.Atales fines, el Incumplimiento se advirtió en los siguientes términos:

“(...) Incumplimiento a lo normadoen la Ley Provincial N.* 1015 en su Capítulo

II Procedimientos de Selección”, Artículo 14” y subsiguientes, y Ley Provincial

N.? 141, artículo 100, atento a la falta de tramitación de un procedimiento de

selección del proveedor del servicio.

Además, se verifica que dicho importe reconocido (...), implica un

aumento (...) respecto del último contrato vigente (...), sin que conste en las

actuaciones hecho alguno que justifique dicho ajuste”(el énfasis corresponde al

original).

11.3.1. Normativa Aplicable

La Constitución de la Provincia establece que: “Las contrataciones del

Estado Provincial o de los municipios se efectuarán según sus leyes u ordenanzas

específicas en la materia, mediante el procedimiento de selección y una previa,

amplia y documentada difusión”(la negrita no es del original) (conf. artículo 74

de la Constitución Provincial).

El Dr. Ernesto Loffler comentó: “(...) En primer término, se debe

recordar quela cuestión relativa a las contrataciones que celebran los organismos

y entes estatales es materia de Derecho público local, por lo que compete a la

10
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Provincia y a cada uno de los municipiosel dictar las leyes y ordenanzas, según

corresponda, dirigida a regularel tópico.

En consecuencia, el presente artículo brinda algunas pautas que
deberán seguir la Provincia y los municipios al tiempo de dictar las normas que
dispongan su régimen de contrataciones, delineando las bases fundamentales

comunes a todos los regímenes de contratación en el ámbito local, disponiendo

que éstas deberán realizarse mediante un procedimiento de selección, con una

previa, amplia y documentada difusión.

(...) La última parte consagra así el principio de transparencia que
resulta obligatorio en las actuaciones del Estado merced a la Convención

Americana Contra la Corrupción, que lo incorpora expresamente en su art. 9inc.
1” al disponer que es deber del Estado el adoptar las medidas necesarias para
establecer sistemas apropiados de contratación pública basados en la

transparencia, la competenciay criterios objetivos de adopción de decisiones, que
sean eficaces, entre otras cosas, para prevenir la corrupción.

En este aspecto, para Tierra del Fuego rigela ley provincial 1015 que
establece el Régimen General de Contrataciones parael sector público. Allí en el

artículo 3 se establecen los principios generales que deben regir en la materia de

contratación enel sector público (...)” (conf. “Constitución Comentada, Anotada

y Concordada, en base a los debates constituyentes, Leyes provinciales y
Jurisprudencia” dirigida por el Dr. Ernesto Adrián LÓFFLER,coordinadaporel
Dr. Francisco CAPPELLOTTI, Ediciones de la Lenga 2021, pág. 405/407).

Tales previsiones se vinculan conel artículo 8” de la Carta Magna, sobre

Publicidad de los actos de gobierno, que sostiene que: “Todos los actos de

Gobierno deben ser publicados en la forma quela ley determine, garantizando su

_Melena difusión, especialmente aquéllos relacionados con la percepción e inversión

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
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de los fondos públicos y toda enajenación o afectación de bienes pertenecientes al

Estado Provincial o a las Municipalidades. La violación de esta norma provocará
la nulidad absoluta del acto administrativo no publicitado, sin perjuicio de las

responsabilidades políticas, civiles y penales de las personas intervinientesen él”

En la mentada obra doctrinaria, en oportunidad de referirse al artículo

transcripto se expresó que: “(...) la novedad que plantea la normaes la nulidad

de esos actos de gobierno cuando los mismos no fueron publicitados, en especial

aquéllos referentes a percepción e inversión de los fondos públicos (...). La

publicación de una norma enel Boletín Oficial es un paso necesario y obligatorio

para que la misma pueda entrar en vigencia. Asimismo, es el medio porel cual los

ciudadanos y organismos cumplen con las responsabilidades jurídicas que hacen

a la transparencia de su accionar como tales (...)” (Ob. cit. Pág. 74)

Ello, en sintonía con el artículo 46 in fine de la norma fundamental,

sobre el Derechoa la información, que determina que: “(...) La información y la

comunicación constituyen un bien social”.

Porsu parte, la Ley provincial N* 1015 es de aplicación en virtud del

juego armónico de sus artículos 1, 2 y 5, ello por la presencia del Ministerio como

parte de la contratación al presumirse la índole administrativa de lo actuado en el

marco de una prestación de servicios.

Es contundente el artículo 7? al establecer que: “Las contrataciones se

regirán porlas disposiciones de la presente ley, su reglamentación, las normas

dictadas en consecuencia, por los pliegos de bases y condiciones y porel contrato

o la orden de compra según corresponda”.

En función de ello, el artículo 14 establece que la regla general de

selección del contratista es la licitación pública o concurso público y establece las

12
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excepciones: “(...) La utilización de otros procedimientos de selección sólo será
procedente en los casos expresamente previstos en los artículos 18 al 20 de la

presente ley (...)”.

Ante la exigencia de la norma, la doctrina imperante sobre el tema es
constante respecto a los supuestos excepcionales en los cuales se prescinde de la

licitación pública o privada y se contrata en formadirecta, solicitando: “(...) el

dictado de un acto administrativo motivado en el que se consignen, con sustento

fáctico y jurídico suficiente, las razones que inducen a acudir a él(...)” (Mario
REITMAN FARAH, Régimen de Contrataciones de la Administración Nacional,
Abeledo Perrot, Buenos Aires, págs. 57 y 61).

Finalmente, la Ley provincial N” 141 dispone en su artículo 100 que:
“Los contratos que celebren las distintas dependencias de la Administración

Pública Provincial, los permisos, autorizaciones y concesiones que otorgue,

cualquiera fuere su especie, se regirán por sus respectivas leyes especiales, sin

perjuicio de la aplicación analógica de las normas referidas a los actos
administrativos de la presente Ley, si ello fuere procedente” (el énfasis me

pertenece).

Dela lectura del plexo normativo aplicable al caso, se vislumbra que el

incumplimiento al régimen de contrataciones consistió en que la facturación cuyos
cobros se analiza no se enmarcó en contratación alguna (ni procedimiento de

selección del contratista) no habiendo contrato vigente debidamente suscripto por
las partes, que implica una garantía para el interés público comprometido en las

contrataciones estatales como para los administrados.

Es de destacar que el cuentadante reconoció el apartamiento advertido

en las Resoluciones que aprueban el gasto (N” 340/2023, 872/2023 y 1047/2023,

Letra: MECCyT) considerando: “(...) Que en consecuencia, y atento la

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sury los espacios marítimos
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imposibilidad de haber sustanciado el procedimiento de contratación en forma

oportuna, resulta necesario reconocer el gasto en concepto delservicio prestado

a este Ministerio(...)” (la negrita me pertenece).

Porlo tanto, no existen dudas sobre la configuración del apartamiento

normativo por incumplimiento a lo previsto al régimen de contrataciones, restando
traer a colación lo establecido en el artículo 11 de la Ley provincial N” 1015, que

regula la responsabilidad en los siguientes términos: “(...) Los agentes de planta

permanente y funcionarios que autoricen, aprueben o gestionen contrataciones,

apartándose de lo indicado en la presente y sus normativas complementarias,

serán pasibles de penalidades quela legislación nacionaly local establezca, sin

perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda corresponderle”.

Entonces, corresponde: “(...) en los casos de habilitarse contrataciones

que omiten la observancia de algún principio -como ocurre con la concurrencia,

la competencia y la igualdad en la contratación directa- darle mayor peso a la

responsabilidad para, de esa manera, equilibrar la balanza” (Jorge ALBERTSEN,

"Cuestiones de la Contratación Directa” en Cuestiones de Contratos

Administrativos. Homenaje a Julio Rodolfo COMADIRA, Ediciones Rap, págs.

535/537).

No obstante dicha precariedad inicial, podría considerarse que, tal como

surge dela lectura de las actuaciones, la facturación quedó inmersa en un lapso de

tiempo que transcurrió entre la extinción de un contrato y la celebración del

subsiguiente con el mismo proveedor “(...) elevándose de las 96 fotocopiadoras
iniciales a la cantidad de 121 equipos, por un total de $4.334.220,00 por mes,lo
que implicó un aumento del 673% respecto del último contrato vigente (...)” tal

como advirtió el Auditor Fiscal en su Informe Contable.
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Ahora bien, al no prorrogarse el contrato anterior que carecía de

vigencia al momento dela facturación y no generarse uno nuevo, se optó porla
figura del reconocimiento del gasto, instituto que carece dela virtualidad suficiente

para subsanar lo actuado y que no libera de responsabilidades.

11.3.2. Figura del Reconocimiento del Gasto

Este Tribunal de Cuentas tiene dicho que: “(...) en este tipo de

supuestos, en los que no se ha cumplimentado con el procedimiento de

contratación, pero se encuentra acreditada la contraprestación en favor de la

Administración, el pago se realiza en el marco dela figura del enriquecimiento
sin causa en favor de la Administración (...)

(...) en los supuestos como el que nos ocupa, en donde no se

cumplimentó con el mentado procedimiento, sino que se llevó a cabola prestación
en favordel Estado y la misma se encuentra acreditada, se genera una obligación
de pagoen cabezadel Estado fundadaenla figura del enriquecimiento sin causa
en favor del Estado. Sin embargo, no debe perderse de vista que ello no obsta la
responsabilidad de los funcionarios que intervinieron en las actuaciones, al no
haber _dado cumplimiento al procedimiento de contrataciones estatales.” (el
énfasis y subrayado corresponde al original) (conf. el Acuerdo Plenario N* 2370).

En igual sentido se fundamentó en la Resolución Plenaria N* 226/2012

que: “(...) En relación con la figura del enriquecimiento sin causa en el marcode
los contratos administrativos y su relación con la doctrina sentada por la Corte

Suprema de Justicia de la Nación en sus precedentes, entre ellos, la causa
"Ingeniería Omega, cabe hacerreferencia a la exposición realizada por la Dra.
Laura MONTI(Procuradora ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación) en
el marcode las XXIII Jornadas Nacionales de Derecho Administrativo celebradas

Jen la ciudad de Mendoza en el año 2007 quien al respecto señaló: (...) resulta
“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sury los espacios marítimos
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viable cancelar el pagoen favor de los particulares cuando, a pesar de no haberse

suscripto un convenio, resulte acreditada la efectiva contraprestación en favor de

la Administración. Sin embargo dichos pagos tendrán su fundamentoenla figura
del enriquecimiento sin causa y no en un vínculo contractual (...)”.

El criterio vertido se fundamenta en que la Administración Pública no

podría enriquecerse ilegítimamente por una prestación efectivamente recibida,

razonamiento plasmado por este Ente de Control al expresar que: “(...) por
aplicación de la teoría del enriquecimiento sin causa y del principio de buenafe,
la Administración no podría enriquecerse ¡legítimamente de una prestación

percibida aún en el marco de la irregularidad en la que fue desarrollada la

contratación (...)” (conf. Informe Legal N” 38/2022, Letra TCP — CA aprobado

por la Resolución Plenaria N* 071/2022).

Enelcaso, es parcialmente cierta la cita al Acuerdo Plenario N* 2292

que la Ministro invoca en los considerandos de sus Resoluciones de

reconocimiento de la prestación del servicio, toda vez que recorta el criterio allí

establecido, ya que pareciera que este Organismo auspicia el uso del instituto del

reconocimiento del gasto cuando en realidad se aplicaron sanciones a los

funcionarios que se apartaron de la normativa.

En esos actos administrativos se consideró: “(...) que el Tribunal de

Cuentas de la Provincia analizó, a través del Acuerdo Plenario N* 2292, la

procedencia de la cancelación de facturas, siempre que se hubiera verificado la

efectiva prestación del servicio, aun cuando no hubiese un contrato vigente;

concluyendo que de hallarse verificadas las contraprestaciones a favor de la

Administración, corresponde abonar las sumas adeudadasen base a la figura del

enriquecimiento sin causa en favordel Estado y no en un vínculo contractual”.

16
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A los fines de ilustrar lo expuesto, cabe hacer saber que aquel Acuerdo
Plenario estableció que: “(...) Así las cosas, en base al análisis efectuado, resulta
dable concluir que resulta viable cancelar el pago en favor de los particulares
cuando, a pesar de no haberse suscripto un convenio, resulte acreditada la

efectiva contraprestación en favor de la Administración. Sin embargo dichos

pagostendrán su fundamentoen la figura del enriquecimiento sin causa y no en

un vínculo contractual.

No obstante ello, también ha quedado sentado que el reconocimiento

del gasto en base a la figura del enriquecimiento sin causa en favor del Estado,

no empece a la responsabilidad que le cabe a los funcionarios que hubiesen
intervenidoen las actuaciones, por no haber promovido la formalización de un
contrato administrativo en cumplimiento de la normativa al respecto.

Conforme los antecedentes del caso, correspondería aplicar sanciones
al entonces Ministro de Desarrollo Social, Sr. Sergio ALVAREZ por haber
autorizado la prosecución del trámite en Incumplimiento a la normativa relativa

a contrataciones estatales y a la entonces Secretaria de Desarrollo Social T.M. Y

F. Virginia DE GREGORIO por serla titular de las áreas que no impulsaron las

referidas contrataciones.

(...) Por el contrario, no resulta reprochable la intervención del

Contador General ni del Tesorero así como tampoco del Subsecretario de

Hacienda, toda vez queello resultaría incongruente con el análisis precedente, en
el sentido de que lo quese reprocha noesel pago (fundadoenel enriquecimiento
sin causa), sino el haberse omitido seguir con los procedimientos
normativamente fijados para las contrataciones estatales (...)” (la negrita me

Apertenece).

“LasIslas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
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Porlo expuesto, cabe concluir que el hecho de pagar por los servicios

recibidos, pese a no haberse previamente suscrito un contrato entre las partes, no

habilita a la Administración a hacer uso de este mecanismo excepcional, que en

los hechos pasa a convertirse en regla. En otras palabras, el accionar de la

Administración no puede justificarse en la propia torpeza de no haber impreso el

trámite correspondiente para la contratación de manera oportuna, toda vez que los

períodos facturados abarcan 2 meses y 25 días, amparándose en los lineamientos

de un Acuerdo queno justifica tal apartamiento normativo, sino todo lo contrario.

Eneste sentido, en la Resolución Plenaria N” 196/2023 se recomendó

-ante un caso similar- a la Ministra de Salud de la provincia que: “(...) instruya a

los funcionarios y agentes a cargo de los procedimientos de contrataciones de su

jurisdicción, que ante la necesidad de prestar un servicio esencial para garantizar

un sistema de salud adecuado, en el supuesto de haberse finalizado un contrato

y encontrándose en trámite de selección del nuevo proveedor, utilicen las

excepciones al principio general dela licitación pública previstos en la propia

Ley provincial N.* 1015 y la reglamentación establecida en la Resolución O.P.C.

N.* 17/2021”.

En los casos a la vista, el descargo insinuó que: “(...) Durante el

periodo de tramitación administrativa, el servicio no fue suspendido por la

empresa proveedora, siendo ésta la única en la provincia con la disponibilidad de

los equipos necesarios para satisfacer la demanda de este Ministerio (...)” (el

subrayado es de mi autoría) (conf. Notas N” 21135/2023 y 26364/2023 ambas

Letra: Ss.G.4 — M.E.C.C. y T.) de lo que cabría inferir una posible excepción por
exclusividad. Sin embargo, no se imprimió trámite alguno para generar la

contratación por los periodos en análisis, máxime cuando desde este Tribunal de

Cuentas se viene recomendando el apego a los procedimientos de selección

establecidos en la norma aplicable, sea que se opte por el mecanismo de la
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licitación pública (principio general) o hacer uso de las excepciones, según las

circunstancias del caso.

Postura que a simple vista resulta ser una obviedad, pero que en el

ámbito del Ministerio de Educación pareciera desconocerse, en virtud de su

incumplimiento sistemático y las reiteradas intervenciones de este Organismo de

Control sugiriendo a la Sra. Ministra, D.I. Analía Inés CUBINO, que se sirva

cumplimentar con lo previsto en la normativa vigente en materia de contrataciones

públicas (conf. las Resoluciones Plenarias N* 237/2023; 231/2023; 100/2023;

61/2023; 301/2022; 299/2022; 295/2022 entre otras).

A mayor abundamiento, se le recomendó puntualmente a la mentada

funcionaria y a su personal a cargo: “(...) evitar la utilización de la figura
reconocimiento del gasto, bajo apercibimiento de la aplicación de sanciones

previstas en el artículo 4% inciso h) de la Ley provincial N.* 50 (...)” en la

Resolución Plenaria N” 37/2023 (reiterando lo advertido en las Resoluciones

Plenarias N” 71/2022 y 378/2021, entre otras) y que se “(...) instruya a las áreas

pertinentes a los fines de que en adelante, den total cumplimiento (...) a la Ley

provincial N” 1015 -artículo 14, siguientes y concordantes- respetando los

procedimientos de compras y contrataciones pertinentes y evitando por
consiguiente, la figura del reconocimiento del gasto (...)” (conf. Resolución

Plenaria N* 144/2022).

En consecuencia, habiéndose configurado el apartamiento, reconocido

por el cuentadante, corresponde analizar los requisitos que deberán configurarse

MPara el pago.
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11.3.2.1. Requisitos para el pago por Reconocimiento del Gasto

En la Resolución Plenaria N* 1/2019, entre otras, se afirmó que debe

probarse la concurrencia de algunos requisitos específicos: “(...) como el

enriquecimiento del Estado, el empobrecimiento del accionante, la ausencia de

mala fe de la parte empobrecida y el nexo causal entre el enriquecimiento de una

parte y el empobrecimiento de la otra. Por último, debe decirse que, entre el

enriquecimiento y el empobrecimiento probados, se reconoce el monto menor

(o
Ahorabien, estos requisitos deben conjugarse con las particularidades

del caso concreto, tal como se expresó en el Informe Legal N* 238/2023, Letra:

TCP-SLel Secretario Legala/c refirió: “(...) que los pagos fueron requeridos por
la empresa que efectuóel servicio a favor del Poder Judicial (fs. 4/5) y que carece
de otro procedimiento o acción útil para perseguir su cobro, además de que se

encuentra acreditado el enriquecimiento estatal (fs. 19/31, aunque con

posterioridadal pago).

Sobre la ausencia de mala fe y el empobrecimiento de la firma que

prestó el servicio, entiendo necesario exponer un pequeño matiz.

Enrelación a la primera (mala fe), como sostiene destacada doctrina:

“(...) no es dable, pues, predicar una ecuación necesaria entre la condición de

contratista y la de especialista en el conocimiento de los trámites y procedimientos

estatales, dependiendo ello de factores diversos que deberán ser sopesados en

cada caso por los tribunales. (...)” [CANDA, Fabián 0., La importancia del

elemento forma en el contrato administrativo (Consecuencias de su omisión en la

jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación), en la obra colectiva Cuestiones

de Contratos Administrativos, en Homenaje a Julio Rodolfo COMADIRA,
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Jornadas organizadas por la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, Ed.

RAP, Buenos Aires, 2007-]”.

(...) Esa situación a mi juicio, más allá del deber de diligencia
calificado que tiene toda contratista estatal, no solo aleja y deja sin sustento a
toda inferencia sobre la mala fe que pueda extraerse de los hechos acreditados

C-).

Entonces, dadala situación fáctica descripta, en la que se prestó y está

acreditadoel trabajo realizado por la firma COLLARD BOVY PABLO (urgencia
para rehabilitar un servicio critico), y la predisposición del empobrecido para
solucionar esa problemática estatal en el mismo día que fue convocado para
analizarlo, entiendo prudente en este caso en particular y bajo las especiales
circunstancias, que el pago íntegrodela factura agregada fue conformea la teoría
del “enriquecimiento sin causa”, más allá de que las circunstancias analizadas
debieron ser abordadas integralmente en el acto administrativo del pago(...)”.

A mi entender corresponde continuar elcriterio allí vertido, teniendo en
consideración queel contratista se mostró colaborativo no retirando los equipos al

momentodela extinción del vínculo contractual y propiciar por razones de equidad,

en este caso particular, el apartamiento a lo dispuesto respecto de los conceptos a

abonar y no objetar el pago de la totalidad de las facturas traídas a estudio. Ello,

sin perjuicio de las responsabilidades que puedan corresponder por el accionar

antijurídico de los funcionarios intervinientes.

11.4. Potestad sancionatoria de este Tribunal de Cuentas

En función de los preceptos doctrinarios citados precedentemente y la

normativa aplicable, cabe concluir que la falta de contratación previa a la

AAacturación enerva los principios rectores de las contrataciones del Estado, dando
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lugaral ejercicio de la potestad sancionatoria de este Tribunal de Cuentas, a través

del reproche debido a los funcionarios responsables de tales conductas.

El artículo 4? de la Ley provincial N* 50 otorga al Tribunal de Cuentas

las siguientes atribuciones: “(...) g) formular recomendaciones; h) aplicar
sanciones (...)”.

Habiéndose configurado nuevamente un apartamiento normativo a la

Ley provincial N* 1015, artículo 14 y subsiguientes, que -además- colisiona con

los principios que rigen en materia de contrataciones públicas, surge palmario que

este proceder es pasible de reproche, habilitando la facultad sancionatoria de este

Tribunal de Cuentas, atento a no encontrarse excedidas las pautas temporales de

actuación.

Ahora bien, respecto de los agentes detectados como responsables

entiendo que correspondería la aplicación de las atribuciones contenidas en el

artículo 4” incisos g) o h) de la Ley provincial N* 50 respecto de la Ministro de

Educación, toda vez que en oportunidad de efectuar un descargo no aportó razones

de su accionar y no surge de las actuaciones el responsable de la falta de

contratación y efectuar una recomendaciónalos restantes.

11.5. Perjuicio Fiscal

En el Informe Contable N* 464/2023, Letra: TCP-PEel Auditor Fiscal

puntualizó que: “(...) del geN Financiero se extrajo la Orden de Compra 15/23

donde se corrobora tal cuestión a fin de acompañartal información junto al

presente informe, lo que permitiría en principio, verificar que los fuertes

incrementos observados para estos dos periodos, enero y febrero 2023, guardan

exacta relación con la oferta más conveniente que luego pudo acceder la
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administración porel servicio involucrado y con el mismo proveedor, en el marco
de unaLicitación Pública(...)”.

Además, enel acápite “Presunto perjuicio fiscal” sostuvo que: “...) el

incumplimiento sustancial detectado, no resulta suficiente para cuantificar un

posible perjuicio al erario público en esta instancia”.

A mi criterio, asiste razón al Auditor Fiscal interviniente en el

razonamiento citado -concluyendo que no existe perjuicio fiscal en esta instancia-

en virtud que, en primer lugar, como ya se adelantara en el apartado 11.3.2.1. no

encuentro reparos para el pago íntegro de la factura y, en segundo lugar, de la

lectura de los considerandos del Decreto provincial N* 354/2023 (que adjudica la

Licitación Pública N” 01/2022) se desprende que el montose ajustó a los requisitos

exigidos y no resultó inconveniente para el Estado provincial.

Abonalo expuesto el devenir cronológico, que habilitaría a inferir que
el monto facturado es el equivalente al servicio, pese a haberse aumentado, toda

vez que se identifica con el pactado en la licitación posterior y que —asimismo-

elevó el objeto de 96 a 121 equipos. Ello, en concordancia con el principio de

realidad material.

TI. CONCLUSIÓN

Analizadas las actuacionesa la luz de las consideraciones vertidas, los

antecedentes de este Tribunal de Cuentas citados, las posiciones doctrinarias

invocadas, las pautas legales y reglamentarias que deben observarse en el caso,

procede considerar -como consecuencia de lo expuesto precedentemente- que, este

Tribunal de Cuentas es competente para tomar intervención, no encontrándose

ye excedidas las pautas temporales para la aplicación de sanciones.
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Respecto del incumplimiento advertido, la utilización de la figura del

reconocimiento del gasto no encuentra amparo normativo alguno, ni posee la

virtualidad de subsanar lo actuado, por lo que entiendo que se ha configuradoel
apartamiento normativo detectado por el Auditor Fiscal interviniente,

oportunamente reconocido porel cuentadante.

Ahora bien, a mi criterio, la segunda parte del incumplimiento referente
a los montos debería ponderarse a la luz del principio de verdad material, en

sentido que, si bien se vieron ajustados, ello se corresponde con el precio de una

licitación pública posterior.

Por lo tanto, salvo mejor criterio de la superioridad, entiendo que

estarían dadas las condiciones para la aplicación del artículo 4 incisos g) o h) de la

Ley provincial N* 50, a la Ministra D.I. Analía Inés CUBINO, toda vez que en

oportunidad de efectuar un descargo no aportó razones de su accionar y no surge

de las actuaciones el responsable de la falta de contratación y efectuar una

recomendación a los restantes intervinientes.

Ello, en sintonía con lo dispuesto por el Cuerpo Plenario de Miembros

en las Resoluciones Plenarias N* 237/2023; 231/2023; 100/2023; 61/2023;

37/2023; 301/2022; 299/2022; 295/2022; 144/2022; 71/2022 y 378/2021; entre

otras).

Con las consideraciones vertidas, se elevan las actuaciones para la

Abogada

prosecución del trámite.

Matrícula N* 815 CPAU TDF
“tribunal de Cuentas de la Provincia
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